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La mujer, en todo el mundo, ha buscado con­
seguir su igualdad jurídica y social y lo ha logra­
do, en mayor o menor grado, en algunos países. 
En Colombia sólo en las últimas cuatro décadas 
ha recibido algunas concesiones —dadas a rega­
ñadientes— tras ardua lucha que sigue activa en 
todos los campos, sostenida por mujeres aguerri­
das y tenaces, entre las cuales figura en los pri­
meros planos Josefina Amézquita de Almeida, docto­
rada en Derecho y Ciencias Sociales por la Univer­
sidad Nacional, quien con sus libros (ha publicado 
varios de los cuales figuran algunos en el apéndice 
bibliográfico de este libro), fruto de sus estudios 
e investigaciones en programas y seminarios nacio­
nales e internacionales, algunos organizados y diri­
gidos por ella, ha contribuido no poco a la 
“ apertura" de caminos para la expedición de leyes 
que benefician a la mujer en los campos de edu­
cación, derechos laborales, bienestar familiar y su 
régimen legal.
El Presidente López Michelsen la na nombrado 
delegada personal de la Presidencia a certámenes 
internacionales y en comisiones redactoras de le­
yes. El Departamento de Estado de Estados Uni­
dos la invitó a conocer las instituciones que tienen 
que ver con la familia en ese país. Actualmente es 
Delegada Titular de Colombia ante la Comisión In- 
teramericana de Mujeres, CIM, de la OEA. Perte­
nece al Colegio Nacional de Abogadas. Desde hace 
diez años mantiene su columna Derecho de Fa­
milia en el diario El Tiempo de la capital.
Sus conferencias, estudios y ponencias han sido 
insertadas en publicaciones de organismos interna­
cionales, y este libro se acogerá, seguramente, co­
mo texto de estudio de estos temas por las ins­
tituciones educativas.
Casada, madre de cuatro hijos —dos mujeres 
y dos varones— Josefina Amézquita de Almeida 
reside con su esposo e hijos en Bogotá.
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INTRODUCCION
“Alguien ha dicho, recientemente, que de todas 
las hazañas del siglo pasado, incluidos los des­
cubrimientos y el progreso que transforma la vi­
da humana y cambiaron el significado mismo 
del tiempo y del espacio, puede ponerse en duda 
si alguno es de tan hondo significado y, a la 
larga, de tanto beneficio como lo es el de la 
emancipación de la mujer”.
Dag Hammarskjold
Es indudable que la situación de la mujer en Colombia en todos 
los aspectos de la vida ha estado siempre condicionada, en primer 
lugar, por marcos culturales que señalan, en forma definida y clara, 
la supuesta superioridad, el dominio, el poder y la plena autoridad 
del hombre y la también supuesta inferioridad, dependencia e inca­
pacidad de la mujer. Pero, asimismo, la influencia del sistema Jurí­
dico de la Familia ha sido un gran determinante en la condición de 
la mujer, ya que la base legal de la familia cólombiana se inspira eh 
las fuentes del Derecho Romano en donde el varón tenía un poderío 
absoluto sobre la mujer, sus hijos y sus bienes.
En consecuencia, todo cambio que se busque, en relación con la 
situación jurídica de la mujer, debe estar orientado hacia el acerca­
miento con el varón con miras a lograr la unidad de la Familia.
fe' J. A. de A,
CAPITULO I
ORIGEN DE LA DESCRIM INACIO N CONTRA LA MUJER
Aspectos generales
Antes de referimos a la situación jurídica de la mujer es nece­
sario analizar algunos antecedentes de los aspectos sociales que, 
en mayor o menor grado, han podido influir para que las institucio­
nes estén afectadas de discriminación contra la mujer.
La diferencia de trato por razón de sexo, casi no se percibía en 
las sociedades primitivas en las que existió la familia consanguínea, 
organizada sobre la base de la comunidad doméstica. La familia 
estaba unida por la sangre y la religión; y  excepto las funciones 
de maternidad y lactancia, que por naturaleza le corresponden a la 
mujer, el trabajo se realizaba con la colaboración de todos los miem­
bros de la familia. La consecución y producción de elementos bási­
cos para la subsistencia, crianza y cuidado de los niños y las tareas 
domésticas, revestían vital importancia además de que eran compar­
tidas indistintamente por hombres y mujeres.
Con el correr del tiempo empieza a debilitarse la comunidad do­
méstica; crecen las necesidades, y entonces surge la idea de inter­
cambiar los productos y aumentar la producción. Pudiéramos decir 
que es este hecho el que da origen, en gran parte, a la delimitación 
de funciones en la familia y a la asignación de diferentes valores 
a éstas.
Al aparecer excedentes estables, por encima de las necesidades 
de pura subsistencia, el hombre empieza a comerciar, al paso que la 
mujer se dedica, exclusivamente, a labores domésticas y del hogar.
Esta actitud la asume la mujer no por incapacidad de dedi­
carse a otras actividades, como generalmente se ha interpretado, 
sino por su natural instinto, dirigido a conservar, integrar y defen­
der el núcleo familiar. Por el hecho del comercio, se le brindan al
varón grandes oportunidades de adquirir nuevos conocimientos, am­
pliar sus relaciones y acrecentar sus posibilidades; pero para poder­
se realizar en este campo es necesario sacrificar a la mujer, deján­
dola rezagada e ignorante frente a todo aquello a lo cual él sí tiene 
acceso. Este hecho, hoy condenado y desvirtuado con los avances 
sociales, ha ejercido gran influencia en la actitud de los hijos, quie­
nes han identificado la autoridad y el dominio con la persona del 
padre por ser él social y económicamente importante, mientras que 
en la madre sólo ven la sumisión y el respeto a esa autoridad, por 
su dependencia económica y su falta de participación en la toma 
de decisiones.
Se configura de esta manera un tipo de organización familiar 
que, con el paso de una generación a otra, va anclando cada vez m&n 
a la mujer hasta marginarla por completo dejando que sea el hom­
bre quien decida por ella, aún en los aspectos más íntimos de su 
propio ser. Todo ésto, unido a las instituciones jurídicas, políticas, 
religiosas, económicas, sociológicas, etc., viene a configurar y  a 
consolidar un sistema marcadamente discriminatorio contra la mu­
jer, frente al cual libramos hoy una batalla, por ser tremendamente 
nocivo para la sociedad.
La discriminación contra la mujer, ha existido en toda la histo­
ria de la humanidad. De la mujer se ha dicho que es un ser inferior 
e incapaz; en el campo de la sexualidad se la ha tratado como un 
objeto de placer y sistemáticamente se le han desconocido inmensos 
valores que posee.
Filósofos y pensadores de todas las épocas la han definido de 
las más variadas maneras. Aristófanes y Plauto se burlan de ella; 
le niegan toda participación en la vida pública “a causa de su no­
toria inferioridad” . Pitágoras dice: “Hay un principio bueno que ha 
creado el orden, la luz y el hombre, y un principio malo que ha crea­
do el caos, las tinieblas y la mujer” .
Los judíos, los orientales y los musulmanes, consideraban a la 
mujer como infamante y mancilladora de todo lo que toca.
Al parecer el cristianismo, pregonando ideas de igualdad, justi­
cia y amor, se podría pensar que se revaluarían estos conceptos 
de inferioridad y de impureza de la mujer estableciéndose entonces 
una sociedad igualitaria ante los ojos de Dios. Sinembargo, no fue
ésto lo que ocurrió con la revolución cristiana. Por el contrario, el 
sistema imperante muy poco cambió; las epístolas de los apóstoles 
no concuerdan con las enseñanzas de Cristo. La mujer se convierte, 
para la Iglesia, en la “puerta del infierno” .
El Concilio de Metz, recomienda a los sacerdotes que eviten el 
trato con sus madres y hermanas. En el Concilio de Macón se le 
niega por unanimidad, a la mujer, el derecho a tener alma. No es 
más que un ser accidental, dice Santo Tomás; y San Pablo afirma 
que fue la mujer la que cometió el primer pecado y que el hombre 
hará bien cortando todo contacto con ella.
Más tarde, Lutero afirma que el hombre tiene derecho a repu­
diar a su mujer si ésta se le resiste, pudiendo tomar a la sirvienta, 
en su lugar.
Los protestantes de Witemberg intentan demostrar que la mu­
jer no es un ser humano.
La Mujer en el Derecho Antiguo
Este derecho, que es reflejo de las costumbres y la tradición, 
predomina entre los pueblos greco-romanos y semíticos, lo mismo 
que en la India y en el Japón. Allí, la función de reproducción de la 
mujer es la justificación de su existencia y la razón de su some­
timiento.
En Europa, la discriminación contra la mujer encuentra su arrai­
go desde muy temprano. En el Derecho Antiguo, se establece la 
“triste” situación de la mujer frente a los exorbitantes privilegios 
concedidos al hombre, fruto de la brutalidad de las costumbres. Se 
caracteriza este derecho por la existencia de instituciones jurídicas 
prácticamente inmodificables, que han perdurado dentro de muchos 
de los actuales sistemas jurídicos, como por ejemplo la de la Potes­
tad Marital que se fundamentaba en la dependencia de la mujer a 
su marido; la Patria Potestad que facultaba al padre para ejercer 
plena autoridad sobre sus hijos, excluyendo por completo a la ma­
dre; y en general por un régimen patriarcal que gravitaba sobre la 
persona y capacidad de la mujer, llegándose hasta el extremo, en 
algunos casos, de constituir el castigo de la mujer, un deber del 
marido.
La mujer no tiene derecho a elegir; es considerada como ins­
trumento de fecundidad y servicio, para perpetuar la estirpe de su 
esposo, de su tribu y  de su raza. No es ella quien elige a su marido; 
se lo imponen. De ahí, que los castigos por adulterio eran muy rigu­
rosos. Los judíos lapidaban a la mujer adúltera; los griegos la ta­
chaban de infame y la forzaban a vestirse de un modo particular, 
para que pudiera ser reconocida como tal; entre los chinos y los 
vietnamitas habría de pasar por los “siete infiernos” y siempre el 
marido tenía el derecho de vida o muerte sobre su esposa adúltera. 
En las tribus germánicas el adulterio de la mujer era castigado con 
la muerte o la mutilación.
Un rechazo tan severo al adulterio de la mujer, se explica si se 
tiene en cuenta que dentro de ese sistema lo más importante, para 
el hombre, era perpetuar su estirpe, su nombre, sus títulos y sus 
poderes, sin que para nada contara el respeto a los sentimientos ni 
a la personalidad de la mujer.
En la India, en Grecia y en Israel, la mujer podía ser cedida o 
prestada si le convenía a su marido; y a la muerte de éste, formaba 
parte de su herencia o era entregada como un bien, al pariente va­
rón de más edad de su difunto esposo. Las viudas que no se suici­
daban eran entregadas al cuñado.
A pesar de que la ciencia moderna ha demostrado que es el 
cromosoma impar del espermatozoide masculino el que determina 
el sexo, millares de mujeres han sido repudiadas por sus maridos 
cuando éstas no les han dado hijos varones o se han muerto éstos 
o sólo han tenido hijas.
La Ley de Moisés establecía que el israelita tenía derecho a re­
pudiar a su mujer cuando ésta fuera estéril y a engendrar hijos con 
su sirvienta. Y si conservaba a su mujer, ésta era obligada a aten­
derla en el alumbramiento. En Grecia, el hombre tenía una esposa 
legítima pero podía rodearse de amantes y esclavas con la facultad 
de tener hijos con ellas.
Durante siglos, la actividad de la mujer casada ha estado total­
mente limitada. Con el encierro de la esposa, otra característica del 
sistema, la mujer casada no podía mostrarse a los ojos de los demás 
y  era encerrada, en tanto que la cortesana, cuya función no era la 
de procrear sino procurar el placer del hombre, permanecía libre. 
Este es, precisamente, el origen de la prostitución una de las ma­
yores afrentas de todas las sociedades.
En Grecia, la esposa permanece estrictamente encerrada en el 
Gineceo; en China, es invisible y se oculta tras los biombos; y la 
musulmana se cubre con velos.
La Religión
La religión tiene influencia en este sistema. Los judíos conci­
ben a la mujer como un ser impuro, responsable del pecado original 
y de la perdición del hombre. Es indigna, lo mismo que los esclavos 
y no puede tocar el “Libro de la Ley” . Las ceremonias del templo 
solo pueden ser celebradas por hombres. Después de alumbrar un 
hijo, permanece impura. Si el hijo es varón solo puede entrar al 
templo después de ocho días; y si es mujer el período de impureza 
se extiende a dos semanas.
En China, la familia se pone de luto cuando una hija viene al 
mundo. Matar a una hija no se considera crimen y con frecuencia 
es expuesta o vendida. En el siglo I de nuestra era, Pan-Hoci-Pan 
escribe en sus siete artículos para uso de las mujeres: “Recorde­
mos que ocupamos el último lugar en la especie humana. No pode­
mos esperar más que el desprecio. La mujer no tendrá ninguna 
desilusión si recuerda que siempre habrá de sufrir a causa de aque­
llos con los cuales debe vivir” .
La Prostitución
Un sistema en el que el hombre es el dueño y señor de la per­
sona y bienes de la mujer, tiene que producir la ambigüedad en las 
costumbres. El hombre asegura la reproducción con su mujer y  el 
placer con las mujeres de la calle. Entonces, el hombre mismo divi­
de a las mujeres; de un lado están las esposas y madres; del otro 
las mujeres de placer que le permiten satisfacer su ambivalencia. 
Sólo el egoísmo puede mantener este sistema de explotación al ser 
humano, en el que una clase de mujeres sometidas a la miseria moral 
y económica, viven condenadas a la esclavitud y a la vergüenza, 
para que el hombre pueda saciar sus instintos de ambición y placer.
Es bien extraña la diversidad de políticas adoptadas en diver­
sos países, referentes a la prostitución. En algunos la rechazan; en 
otros la toleran y en otros, la han reglamentado reconociendo la 
necesidad de su existencia, como en Argentina, Bolivia, Brasil y 
Méjico.
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Es increíble que hoy, en pueblos que se vanaglorian de haber 
alcanzado altos índices de civilización y desarrollo, aún subsistan 
estas costumbres que permiten que los hombres se devoren entre 
sí, para dar rienda suelta a sus instintos aceptando, como cosa 
normal, que la mujer sea sometida contra su voluntad, por la ley 
del más fuerte — el dinero—  para complacer los deseos del hombre.
La Mujer en el Código de Napoleón
Al discutirse en Francia, cuál sistema habría de adoptarse para 
el Código Civil que se iba a promulgar, se sostuvieron al principio 
algunas tesis favorables a la mujer. Desafortunadamente, el primer 
Cónsul, que era quien inspiraba las discusiones del Consejo de Es­
tado, tenía un criterio fijo: hacer del marido un soberano. Decía: 
“Un marido debe ejercer poder absoluto sobre las acciones de su 
mujer. La mujer queda subordinada al marido; el marido debe pro­
teger a la mujer y la mujer obedecer al marido” . Este pensamiento 
dominó a los demás legisladores y así quedó consagrado en el 
artículo 213 del Código de Napoleón.
Se incluyó aquí el principio especialísimo de la “incapacidad” 
de la mujer, su dependencia por el hecho del matrimonio y la plena 
capacidad cuando está fuera de él. No alcanzamos a comprender 
cómo, Napoleón y  los grandes jurisconsultos que estuvieron presen­
tes en aquellas discusiones, pudieron acoger tan absurda tesis, y 
suponer que la inteligencia de la mujer se suspende o se aplaza 
por el hecho de casarse. Pero lo cierto es que éste fue el criterio 
que dominó aquel auditorio, integrado por los más notables sabios 
de la época; y  en la ley francesa quedó, así, impresa la más aberran­
te e ignominiosa calificación para la mujer casada, al incluirla en 
la lista de los incapaces, al lado de los idiotas, imbéciles, sordomu­
dos, etc.
Según el Derecho Civil Francés, la mujer casada no podía rea­
lizar ningún acto patrimonial, sino representada por su marido. 
Se le prohibía todo acto entre vivos, translaticio de la propiedad. 
No podía, la mujer, aceptar una herencia sin el consentimiento de 
su esposo, ni actuar ante la justicia sin su autorización.
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El Código Civil de Chile fue redactado por el colombiano Don 
Andrés Bello. En él se incorporaron muchos de los principios del 
Código de Napoleón, entre otros, la potestad marital con la cual se 
institucionalizó la incapacidad personal de la mujer casada.
Había un aspecto importante en este Código: la incapacidad de 
la mujer se suspendía en el momento en que ella ejercía una profe­
sión, industria u oficio. Y así mismo, la mujer separada de bienes, 
o divorciada, readquiría su capacidad.
La Mujer en el Código de Andrés Bello (Código Chileno)

CAPITULO II
LA MUJER EN EL DERECHO COLO M BIANO
La Mujer y las Instituciones Jurídicas de la Familia
El Estatuto básico de la familia es el Código Civil. Andrés Bello 
consagró normas del Derecho de Familia, algunas en el libro de las 
obligaciones, y el resto (la mayoría) en el libro de las personas. 
Además del Código Civil, regulan el Derecho de Familia otras leyes 
y decretos, de los cuales se podrían citar con relación a la mujer 
los siguientes: Ley 8» de 1922, Ley 70 de 1930, Ley 28 de 1932, 
Ley 45 de 1936, Ley 75 de 1968, Ley 24 de 1974, Decreto 2820 
de 1974, Decreto 772 de 1975, Ley 1* de 1976, Ley 5» de 1977, Ley 
27 de 1977, Decreto 2259 de 1977. No se incluye la legislación de 
menores, por cuanto este tema será tratado en la próxima publi­
cación.
El objetivo de este trabajo es promover la enseñanza de las 
obligaciones y los derechos que tiene la mujer frente a la familia, 
a la sociedad y al Estado, para que así mismo ella los difunda y 
enseñe. ....... .
Por este motivo estimo conveniente hacer la reseña de las prin­
cipales Instituciones Jurídicas que tienen que ver con la mujer e 
incluir el texto de las leyes pertinentes.
1*. Los Esponsales
La palabra esponsales, significa ESPOSOS. El pacto de espon­
sales es la llamada “Promesa de Matrimonio” , realizada por medio 
de un acuerdo de voluntades en el que los futuros esposos pactan 
una multa que se haría exigible en caso de incumplimiento. Sinem- 
bargo, el legislador colombiano quiso que ese pacto no produjera 
obligación alguna ante la Ley Civil; de manera que si se incumple 
la promesa de contraer matrimonio, la multa pactada no se hace 
exigible.
Se trata de una institución que ha perdido trascendencia, se ha 
tomado obsoleta y ha entrado en desuso. En Colombia, obedece a 
una tradición y no a una necesidad social. Su intrascendencia en la 
Legislación de Familia colombiana se hace patente si se tiene en 
cuenta el criterio que animó a don Andrés Bello a incluir esta insti­
tución en el Código Civil: El pacto de esponsales obedece, cuando 
se celebra, a un ánimo meramente individual de las personas, con­
secuencia de un hecho privado que no tiene relevancia jurídica ni 
social. Y ésto es lógico, pues de lo contrario se vendría a limitar 
el consentimiento en el matrimonio. Es decir, si se le diera fuerza 
jurídica al pacto esponsalíseo, en muchos casos el consentimiento 
matrimonial se prestaría por temor a consecuencias que se deriven 
de dicho pacto (Artículos 110 a 112 C. C. C.).
No obstante lo anterior, al pacto de esponsales se le reconocen 
algunos efectos:
a) Se tiene este pacto como elemento de prueba para precons- 
tituir la causal 2? del artículo 6 9 de la Ley 75 de 1968, sobre 
presunción de la Paternidad Natural.
b) Cuando se ha utilizado para obtener acceso carnal en mujer 
mayor de 14 años, es elemento normativo del estupro (Ar­
tículo 319 del Código Penal).
2T. El Matrimonio, el Divorcio y la Separación de Cuerpos.
a) El Matrimonio.
En Colombia el Derecho Matrimonial está regido por dos es­
tatutos:
1’ . El Civil: que contempla lo relativo al matrimonio civil.
29. El Canónico: que contempla lo relativo al matrimonio católico.
Etimológicamente: La palabra matrimonio proviene del latín 
“matris monio” que significa oficio de madre, por cuanto, como lo 
explican las partidas, es la madre la que soporta las cargas del 
hogar.
Naturaleza Jurídica del Matrimonio: El legislador colombiano, 
en el Artículo 113 del Código Civil acoge la teoría contractualista 
del matrimonio, creación de la Doctrina Francesa, teoría asimismo
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aceptada por el Derecho Canónico. De modo pues, que la naturaleza 
jurídica de esta institución está bien determinada; el matrimonio 
es un contrato.
Debe tenerse en cuenta que en el Código Civil se estableció que 
por el hecho del matrimonio, la mujer era colocada dentro de la 
categoría de los incapaces relativos (Artículo 1504 C.C.C.), otorgán­
dosele al marido la facultad de representarla y de administrar libre­
mente los bienes sociales y los de su esposa (Artículo 1805 C.C.C.), 
haciendo nugatoria toda potestad de la mujer, al casarse, sobre sus 
bienes.
Características del contrato de Matrimonio: Se dice que el ma­
trimonio es un contrato porque representa, fundamentalmente, un 
acuerdo de voluntades.
a) Es Solemne: Si se incumplen los requisitos de forma legal­
mente establecidos para el matrimonio, se compromete en unos 
casos su existencia, y en otros su validez.
b) Es Bilateral: Da origen a obligaciones recíprocas, señaladas 
expresamente en la Ley (Cohabitación, fidelidad, socorro y ayuda).
c) Es Puro y Simple: No puede someterse a plazo o condición. 
Esta característica se deriva de la indisolubilidad del matrimonio.
d) Es de Tracto Sucesivo: Las obligaciones que surgen del ma­
trimonio se van cumpliendo sucesivamente.
e) Implica la singularidad: Un hombre y una mujer.
f) Da origen a un nuevo estado civil: El estado civil de casado. 
Propiedades del Matrimonio: Son sus calidades connaturales.
Debe distinguirse: 
a) En el Matrimonio Civil:
1. Solubilidad: Hasta antes de expedirse la Ley 1» de 1976, el 
contrato de Matrimonio no terminaba ni se disolvía sino con la muer­
te de uno de los cónyuges. Es de advertir que en el Código Civil 
se contemplaba la figura del Divorcio para el Matrimonio Civil. Sin- 
embargo, no se hacía alusión, en ese Estatuto, al Divorcio Perfecto 
o Vincular, sino al Imperfecto o Simple Separación de Cuerpos. El 
Artículo 153 del Código Civil decía: “El Divorcio no disuelve el ma­
trimonio, pero suspende la vida común de los casados” . Hoy con la 
expedición de la mencionada Ley se institucionalizó en Colombia,
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el Divorcio Vincular o perfecto, haciendo, en consecuencia, inope­
rante esta primera propiedad del matrimonio. Así, entonces, el Ca­
pítulo referente al Divorcio en el Código Civil quedó subrogado y 
reemplazado por normas que establecen la disolución del matrimo­
nio civil, por muerte real o presunta de uno de los cónyuges, o por 
divorcio judicialmente declarado.
2. Unidad: Esta propiedad hace relación a la característica de 
singularidad: un hombre y una mujer.
b) En el Matrimonio Católico:
1) Indisolubilidad; 2) Unidad; 3) Sacramentalidad.
Cabe anotar, respecto al matrimonio católico, y haciendo alu­
sión a su propiedad de indisolubilidad que, en la Ley sobre Divorcio 
solamente se habla de una Separación de Cuerpos para el matri­
monio Católico. De manera que, como lo contempla la Ley 1* de 
1976 solo para el matrimonio civil se conserva la propiedad de di­
solubilidad.
c) El Divorcio y la Separación de Cuerpos.
La palabra Divorcio tiene su origen en la aceptación latina “Di- 
vortium” que significa irse por su lado. En sentido amplio, el Divor­
cio se entiende como la separación de los cónyuges. En sentido 
estricto es la sentencia por medio de la cual el juez autoriza el rom­
pimiento del vínculo matrimonial.
Clasificación: El Divorcio se clasifica en:
1. Perfecto o Vincular: La sentencia de Divorcio produce el 
rompimiento del vínculo (Ley 1" de 1976, Artículo 1’ ).
2. Imperfecto o Simple Separación de Cuerpos: No hay rom­
pimiento del vínculo. Era el contemplado en el Código Civil Colom­
biano, hoy reformado por la Ley 1’  de 1976, el cual se demanda ante 
los Tribunales Superiores de Distrito Judicial.
Pese a haber sido declarado inconstitucional el Proyecto de “La 
Nueva Epístola” , la incluyo en este libro, ya que considero conve­
niente divulgarla y promover su lectura durante la ceremonia del 
matrimonio civil, con lo cual se le da mayor solemnidad a este acto.
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3?. La Sociedad Conyugal
Es una Institución Jurídica, que surge por el hecho del matri­
monio. En virtud de ella, se configura el régimen y tratamiento del 
patrimonio de los cónyuges. Este régimen de los bienes en el ma­
trimonio, está contenido en un estatuto o reglamento, estructurado 
y normativo, regulador de situaciones de tipo patrimonial en el ma­
trimonio.
El Código Civil Colombiano, puesto en vigencia en 1887, consagró 
la institución de la Sociedad Conyugal, entrando a regir, entonces, 
el sistema de la “Comunidad Restringida a Bienes Muebles y Ga­
nanciales” . Además en el sistema del Código, se estableció que el 
jefe y administrador de la sociedad conyugal era, exclusivamente, 
el marido (Artículos 180 y 1805 del C.C.C. hoy derogados por la 
Ley 28 de 1932). Entonces él, ante terceros, tenía el carácter de 
dueño de los bienes sociales, como si ellos formaran con los suyos 
propios un solo patrimonio.
Esta situación perduró hasta el l 9 de enero de 1933, cuando en 
virtud de la Ley 28 de 1932 se consagró el sistema de “Participación 
de Gananciales” que estableció la absoluta capacidad de la mujer ca­
sada, pues se le dió a cada cónyuge la facultad de disponer y  admi­
nistrar libremente sus bienes y los que hubiere adquirido singular­
mente después del 1’  de enero de 1933. Un justo reconocimiento 
debemos las mujeres colombianas al doctor Luis Felipe Latorre, 
abogado consultor de la Presidencia de la República en la adminis­
tración del doctor Enrique Olaya Herrera, autor de este proyecto 
de Ley que, con muy pocas modificaciones, fue aprobado en el Con­
greso, y el cual vino a dar el paso inicial hacia el cambio de la situa­
ción jurídica de la mujer en nuestro país.
Aunque la Ley 28 de 1932 introdujo un régimen patrimonial di­
ferente, este ordenamiento no acabó con la existencia de la Sociedad 
Conyugal. En toda la Ley se encuentra el concepto de sociedad. Por 
vía de ejemplo podemos citar la segunda parte del Artículo V> de 
la mencionada Ley: “ . . .  pero a la disolución del matrimonio o en 
cualquier evento en que conforme al Código Civil deba liquidarse la 
Sociedad, se considera que los cónyuges, han tenido esta Sociedad 
desde la celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá 
a liquidación” .
Los Artículos 4- y 79 de la mencionada Ley también nos confir­
man la anterior afirmación.
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Hoy, la sociedad tiene dos administradores en lugar de uno; 
estos administradores, tienen autonomía propia sobre sus bienes y 
responden ante terceros por las deudas que contraigan personal­
mente. Los acreedores tienen acción contra los bienes del cónyuge 
deudor, salvo la solidaridad establecida cuando se trata de deudas 
para satisfacer las necesidades domésticas o de crianza, educación 
y establecimiento de los hijos comunes. (Artículo 2" de la Ley 28 
de 1932).
Los Bienes en el Matrimonio
Cuando la sociedad conyugal nace a la vida jurídica, surgen 
tres categorías de bienes, a saber:
a) Bienes propios de la Sociedad Conyugal
b) Bienes propios de la Esposa
c) Bienes propios del Esposo.
a) Bienes propios de la Sociedad Conyugal.
Como toda sociedad, la conyugal puede constar de activos y 
pasivos. El activo o haber social, se compone de todos los bienes y 
derechos que tiene la sociedad conyugal a su favor, apreciables en 
dinero. Este haber de la sociedad conyugal se clasifica de la si­
guiente manera:
1. Haber Absoluto: Compuesto por derechos de tipo patrimo­
nial que ingresan definitivamente a la sociedad conyugal. Los 
bienes y derechos que ingresan al haber absoluto, no dan 
origen a recompensa.
Forman parte del haber absoluto:
1.1 Los salarios y emolumentos de todo género que, como 
contraprestación de cualquier trabajo, se perciban por 
parte de cualquiera de los cónyuges. En esta sección es­
tán incluidas las donaciones remuneratorias (Artículo 
1490 del C.C.C.)
1.2 Los productos o frutos (civiles o naturales) de los bie­
nes sociales o de los bienes propios.
1.3 Todo bien adquirido a título oneroso durante el matri­
monio.
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2. Haber Relativo: Compuesto por derechos de tipo patrimonial, 
que ingresan transitoriamente, a la sociedad conyugal. Los 
bienes y derechos que ingresan al haber relativo sí dan ori­
gen a recompensa.
Forman parte del haber relativo:
2.1 Dineros, tanto aportados como adquiridos a título gra­
tuito.
2.2 Cosas fungibles y especies muebles aportadas o adqui­
ridas a título gratuito.
2.3 Bienes inmuebles aportados, pero reservados en capitu­
laciones matrimoniales.
b) y e )  Bienes propios de los cónyuges.
Hay dos categorías: en cabeza del esposo y en cabeza de la es­
posa.
Este haber propio de los cónyuges no ingresa a la sociedad con­
yugal.
Compuesto por:
1. Todos los bienes inmuebles de los cuales son titulares el es­
poso o la esposa.
2. Los bienes inmuebles adquiridos a título gratuito durante el 
matrimonio (donaciones, herencias o legados).
3. Los bienes muebles que se reserven para ellos en capitula­
ciones matrimoniales.
A esta enumeración que trae el artículo 1781 del C.C.C., la doc­
trina agrega tres rubros:
1. Las valorizaciones que experimentan los bienes propios.
2. Los bienes provenientes de la subrogación real; Es decir bie­
nes inmuebles que vienen a sustituir a bienes muebles o in­
muebles, propios de cada cónyuge.
¿Qué se entiende por subrogación real?
Indica la sustitución de un bien por otro, manteniéndose la 
misma situación jurídica. Debe aclararse que para subrogar 
hay que expresar concretamente en la Escritura de Venta
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el ánimo de sustituir un bien por otro; y en la Escritura de 
Adquisición debe indicarse que, con los dineros de la venta 
anterior, se adquiere el bien que va a subrogar al otro.
3. Las recompensas a favor de cualquiera de los cónyuges, y 
los bienes de uso personal de cada uno de ellos.
4». La Separación de Bienes.
La separación de bienes, institución creada por la Ley, implica 
la disolución de la sociedad conyugal que, en forma latente, existe 
por el hecho del matrimonio.
Previa presentación y trámite de una demanda, y si se han pro­
bado los hechos en ella alegados, el juez, que para el caso es el Civil 
del Circuito, pronuncia sentencia de Separación de Bienes que debe 
ser registrada en la pertinente Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos y Privados. Cumplido el anterior requisito, el mismo Juez, 
a solicitud de parte, impulsa la subsiguiente etapa que se conoce 
con el nombre de “Liquidación de la Sociedad Conyugal” . Para lo­
grar este objetivo se precisa elaborar, con la intervención de peritos, 
un acta de inventarios y avalúos, en la que debe constar una rela­
ción valorada de todos los bienes comprados y de todas las deudas 
contraídas por los cónyuges dentro del matrimonio. Se excluyen, en 
consecuencia, los bienes y deudas adquiridos y contraídos antes del 
matrimonio.
La referida acta arroja el dato del activo líquido que es el que 
debe ser adjudicado a cada cónyuge por partes iguales, en hijuelas 
idénticas a las de sucesión por causa de muerte. Este paso se conoce 
con el nombre de “Partición de los Bienes Sociales o Conyugales” .
Vale la pena precisar que la separación de bienes, obviamente 
no disuelve el matrimonio, y que en virtud del Artículo 25 de la Ley 
1 * de 1976 muchas parejas la han alcanzado amigablemente como 
forma o manera de evitar que asuntos económicos alteren la tran­
quilidad del hogar. De esta manera se posibilitó el que la expresada 
separación de bienes se logre por mutuo consentimiento, dejando 
así a un lado el desueto criterio de que aqi'ella debía obtenerse si 
un cónyuge era el ofensor y el otro el ofendido.
Es importante aclarar que antes de la sentencia de separación 
de bienes, cada cónyuge es dueño exclusivo de los bienes que figu­
ren a su nombre, pudiendo disponer de ellos a su arbitrio, pero siem­
pre latente el derecho del otro a que, cuando se disuelva la socie­
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dad conyugal, llegue a ser propietario del 50% de aquellos bienes. 
Esta latencia o posibilidad, desaparece en el momento que el Juez 
decreta la separación de bienes, toda vez que a partir de ese mo­
mento no hay ninguna posibilidad de que surja a la vida jurídica 
la llamada sociedad conyugal. En consecuencia, y a partir de tal 
acontecer, un cónyuge ya no tiene expectativa ni derecho de llegar 
a ser dueño del 50% del haber social líquido.
5». El Concubinato
Ante todo, debemos aclarar que el Concubinato no es una ins­
titución, pues la Ley Colombiana ni le concede efectos jurídicos ni 
lo condena; simplemente lo ignora. Pero debido a que es un hecho 
social de profunda importancia, nos parece procedente referirnos 
a él.
Es una situación de hecho que consiste en la cohabitación de 
un hombre y una mujer para mantener relaciones sexuales estables.
Lo que hay establecido en Colombia respecto del Concubinato, 
ha emanado de jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y de 
aplicación analógica, que en resumidas cuentas es lo que sigue:
a) Respecto de la filiación: Los hijos nacidos de concubinato, 
son hijos ilegítimos y por ende considerados como naturales, por el 
nacimiento respecto a la madre, por el reconocimiento respecto al 
padre, o por la sentencia de un juez, dictada de acuerdo a la Ley 
(Artículo l 9 Ley 45 de 1936).
b) Respecto de los Bienes: No surge sociedad conyugal, pues 
ésta ha sido reservada, exclusivamente, para el matrimonio. Sinem- 
bargo, durante el concubinato pueden adquirirse bienes por los con­
cubinos y sería abiertamente injusto dejar sin solución esta situa­
ción. Entonces, la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado de 
la. siguiente manera: Debe analizarse el origen del patrimonio te­
niendo en cuenta las siguientes hipótesis:
1. Los bienes en el concubinato, que conforman el patrimonio,
surgen de un contrato de trabajo. Entonces debe estarse a
lo que la Ley Laboral establezca con relación al contrato
de trabajo.
2. Los bienes en el concubinato, que conforman el patrimonio, 
surgen por los hechos, con una especie de consentimiento tá­
cito. Entonces, se da origen a una sociedad de hecho. No hay
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contrato de trabajo; sencillamente los concubinos conviven 
y espontáneamente se forma un patrimonio. Debe, en esta 
hipótesis, distinguirse:
a) Si el concubinato es el fin de la sociedad de hecho, ésta 
es nula.
b) Si el concubinato subsiste con el simple ánimo de lucro, 
los concubinos tienen la acción pro-socio, análoga a la 
que tienen los socios de una sociedad de hecho para pe­
dir lo que a cada uno le corresponde.
3. Si no cabe contrato de trabajo ni hay sociedad de hecho y 
se forma un patrimonio, procede la acción de enriquecimiento 
injusto. Entonces, cada uno de los concubinos puede deman­
dar lo suyo y reclamar por lo que el otro se haya enriquecido 
de manera injusta.
6*. El Parentesco.
Constituye la relación de familia que existe entre dos personas. 
Tiene tres modalidades:
1. La consanguinidad: Relación que vincula a padres, hijos, her­
manos, abuelos, etc. En general, son consanguíneos los que 
tienen un tronco común, siendo unos generantes y otros ge­
nerados.
2. La Afinidad: Es la relación que existe entre una persona y 
los consanguíneos de otra (legítimos o ilegítimos) a quien ha 
conocido camalmente.
3. Parentesco Civil o Legal: Es al que da lugar la Adopción.
7*. La Filiación.
Conlleva un estado civil, e implica una relación matemo-pater- 
no-filial, en virtud de la cual surgen, recíprocamente, derechos y 
obligaciones entre padres e hijos.
Esa relación se proyecta en dos campos:
1. Campo Personal: En razón de la filiación, los padres tienen 
derechos y obligaciones para con sus hijos, y los hijos para 
con sus padres.
2. Campo Patrimonial: Se hace aquí referencia al ámbito suce- 
soral: Los hijos son los primeros llamados a heredar a sus 
padres.
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8*. Las Guardas
Según el Artículo 428 del Código Civil Colombiano las Guardas 
“Son cargos impuestos a ciertas personas a favor de aquellos que 
no pueden dirigirse así mismos, o administrar competentemente sus 
negocios, y que no se hallen bajo potestad de padre o marido, que 
pueda darles la protección debida” .
Las Guardas revisten dos formas: La Tutela y la Cúratela. La 
primera hace relación a las personas menores de edad; la segunda 
a los mayores declarados incapaces. Excepcionalmente, la Cúratela 
solo se refería a la mujer no divorciada, con relación a su marido 
demente confiándosele en ese caso la administración de la Sociedad 
Conyugal (Artículos 550 y 551 del Código Civil Colombiano).
La primera observación que podemos hacer respecto de esta 
Institución, es que fue concebida dentro del Código Civil, con el obje­
to de establecer un privilegio para el varón, en detrimento de la 
mujer.
La corrección de ésta manifiesta discriminación en contra de 
la mujer empezó a tomar forma cuando la Ley 28 de 1932, en su 
artículo 59 estableció que la mujer podía desempeñar la función de 
Curadora con relación a la persona de su marido, pero de todas ma­
neras dejó subsistente la obligación de solicitar la venia marital para 
ejercerla. La Ley 75 de 1968 dió un paso más al establecer en su 
Artículo 22 que las mujeres pueden ser tutoras o curadoras en los 
mismos casos que los varones. Sinembargo, fue necesario modificar, 
mediante el Decreto 2820 de 1974, los siguientes artículos del Có­
digo Civil que hacía relación a este tópico:
1. El Artículo 434 del Código Civil Colombiano se refería a los 
curadores adjuntos que se daban a la mujer que estaba bajo 
la Postestad Marital.
El Decreto 2820 eliminó la Potestad Marital al establecer, en 
su Artículo 10 el sistema de autoridad y dirección conjunta 
del hogar.
2. Los artículos 444 a 448 del Código Civil Colombiano faculta­
ban solamente al padre nombrar tutor en todos los casos en 
que debiera ejercer este derecho.
El Decreto 2820 en su Artículo 49 otorgó a “cualquiera de los 
padres” , el ejercicio de tal derecho.
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3. El Artículo 457 del Código Civil Colombiano llamaba al ejer­
cicio de la tutela o curaduría legítima, en primer lugar ai 
padre del pupilo y en segundo lugar a la madre.
El Artículo 51 del Decreto 2820 establece un orden diferente, 
al disponer que “Son llamados a la tutela o curaduría legítima:
l 9 El Cónyuge, siempre que no esté divorciado ni separado 
de cuerpos o de bienes por causa distinta al mutuo con­
senso.
2- El padre o la madre, y en su defecto los abuelos legítimos. 
3’  Los hijos legítimos o extramatrimoniales.
4’  Los hermanos del pupilo y los hermanos de los ascen­
dientes del pupilo” .
Además este artículo faculta al Juez para que elija a la per­
sona que deba desempeñar la guarda, cuando existan varias 
en el mismo orden.
4. El Artículo 537 del Código Civil Colombiano, en su inciso pri­
mero establecía que la curaduría se defería “al marido no 
divorciado, si la mujer no estuviere totalmente separada de 
bienes” .
El Artículo 52 del Decreto 2820 dispone “ . . .  I9. Al cónyuge 
no divorciado ni separado de cuerpos o de bienes por causa 
distinta al mutuo consenso.
5. El Artículo 546 del Código Civil Colombiano facultaba al pa­
dre para seguir cuidando de la persona del hijo demente y 
provocar el juicio de interdicción al llegar éste a la mayoría 
de edad.
El artículo 53 del Decreto 2820 prevé que son los dos padres 
quienes deben ejercer estos derechos.
6 . El inciso l 9 del Artículo 550 del Código Civil Colombiano es­
tablecía que la curaduría del demente se defería “ .. A su cón­
yuge no divorciado; pero si la mujer demente estuviere sepa­
rada de bienes, según los artículos 2 0 0  y 2 1 1 , se dará al ma­
rido curador adjunto para la administración de aquellos a 
que se extienda la separación” .
El Artículo 54 del Decreto 2820 estableció “ . . .  I 9. A su cón­
yuge no divorciado ni separado de cuerpos o de bienes por 
causa distinta al mutuo consenso” .
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7. El Artículo 573 del Código Civil Colombiano, establecía: “ Los 
bienes que han de corresponder al hijo postumo, si nace vivo, 
y en el tiempo debido, estarán a cargo del curador que haya 
sido designado a este efecto por el testamento del padre . . . ”
El artículo 55 del Decreto 2820 faculta a cualquiera de lo» 
padres para designar curador que administre los bienes asig­
nados al hijo con cargo a la cuarta de mejoras o a la de libre 
disposición” .
8. El artículo 582 del Código Civil Colombiano se refería única­
mente a los padres, maridos o guardadores, en lo referente a 
los curadores adjuntos.
El artículo 56 del Decreto 2820 modificó esta disposición al 
establecer que la administración de los curadores adjuntos y 
la responsabilidad subsidiaria y solidaria que implica la guar­
da conjunta, se impone a los respectivos “padres, cónyuges 
o guardadores” .
9*. El Patrimonio de Familia
El artículo 50 de la Constitución Nacional prevé que las leyes 
determinarán lo relativo al establecimiento de un patrimonio fami­
liar inalienable e inembargable. Mediante las leyes 70 de 1931 y  91 
de 1936, se reglamentó lo referente a la constitución del Patrimonio 
de Familia. Según estos estatutos, el Patrimonio de Familia se cons­
tituye a favor de toda la familia, pero solo puede hacerse sobre el 
dominio pleno de un inmueble que no se posea con otra persona 
pro-indiviso ni esté gravado con hipoteca, y cuyo valor en el mo­
mento de la constitución no sea mayor de $ 10.000.00.
El Patrimonio de Familia no es embargable, ni aún en caso de 
quiebra del beneficiario; no puede ser hipotecado ni gravado con 
censo, ni dado en anticresis, ni vendido con pacto de retroventa.
Puede sustituirse un Patrimonio de Familia por otro, pero con 
licencia judicial y subsiste la indivisión hasta que no haya salido 
de la menor edad, el último de los hijos, fecha en la cual se extingue 
el patrimonio de familia y el bien que lo constituye queda sometido 
a las reglas del derecho común.
Esta institución, cuyos fundamentos se inspiraron en la defen­
sa económica de los hijos, y en gran parte de la mujer, es hoy casi 
inoperante porque las normas que la regulan, especialmente en lo
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relacionado con el valor del inmueble, no corresponden a la realidad. 
Es necesario, en consecuencia, introducir una reforma sustancial a 
las disposiciones que hoy regulan esta materia a efecto de lograr 
que existan, en la práctica, los mecanismos necesarios para que la 
familia no se vea abocada a la miseria total, por cualquier circuns­
tancia de desavenencia o de otros diversos problemas familiares, co­
mo ocurre hoy en día, con mucha frecuencia, en nuestro medio.
Cabe advertir que sobre este tema, así como sobre los relaciona­
dos con el régimen patrimonial en el matrimonio, concubinato y so­
ciedad de hecho, participación de la mujer en el desarrollo, revisión 
de la Legislación de Menores y Abandono de éstos y Prostitución en 
Colombia, se están adelantando las correspondientes investigaciones 
socio-jurídicas que servirán de base para elaborar los respectivos 
proyectos de Ley que serán presentados oportunamente ante las 
Cámaras Legislativas.
Origen y Proceso de la Condición de la Mujer en la Legislación de 
Familia Colombiana.
a) El origen de la inferioridad de la mujer frente al varón en 
nuestra Legislación Civil, radica, como lo hemos visto, en el sistema 
normativo mismo, o sea en el conjunto de leyes que conforman el 
Estado y que en último término son el producto de lo que comun­
mente llamamos “vida humana” . Al analizar la historia de la mujer 
en Colombia se encuentran toda clase de desigualdades en el goce y 
ejercicio de sus derechos civiles y un gran desconocimiento de sus 
derechos políticos. Todo ello radica en el origen romano de nuestro 
ordenamiento jurídico, en el que predominan tradiciones y costum­
bres que consideran a la mujer como un objeto, dándosele trato de 
esclava.
b) Leyes tocantes con la condición de la mujer en Colombia.
1* Ley 57 de 1887
Puso en vigencia el Código Civil Colombiano. Como norma ge­
neral, se puede afirmar que la situación de la mujer en Colombia fue 
la misma que la de la mujer chilena, puesto que la República de Co­
lombia adoptó en 1887, con pocas variantes, el Código Civil de Chile, 
cuyo principio dominante es el de que la mujer casada es incapaz y 
no puede realizar libremente los actos de la vida civil.
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Establece que la maternidad se tiene por el hecho del nacimien­
to. Es decir, que, para que se configure la maternidad debe presen­
tarse el hecho de ser madre.
39 Ley 8» de 1922
Esta Ley nos ofrece un principio de reconocimiento de los dere­
chos de la mujer casada. En su artículo l 9 dice: “La mujer casada 
tendrá siempre la administración y el uso libre de los siguientes 
bienes:
1. Los determinados en capitulaciones matrimoniales.
2. Los de su exclusivo uso personal, como son sus vestidos, 
ajuares, joyas e instrumentos de su profesión u oficio.
De estos bienes no podrá disponer en ningún caso por sí solo, 
uno de los cónyuges, cualquiera que sea su valor” .
El artículo 4? de esta Ley le reconoció a la mujer el derecho a 
ser testigo en todos los actos de la vida civil, con los mismos requi­
sitos y excepciones que los hombres.
El Artículo 5" derogó la norma del Código Civil que negaba a 
la esposa el derecho a gananciales, cuando se le comprobaba el adul­
terio y reconoció a la mujer divorciada el derecho de usufructo so­
bre sus bienes, obligándola a destinar una cuota para la educación 
de sus hijos.
4P Ley 124 de 1928
El artículo 2’  de esta Ley, es otro ofrecimiento de la legisla­
ción al principio de reconocimiento de los derechos de la mujer ca­
sada. Estableció “ . . .  los depósitos hechos por mujeres casadas en 
las Cajas de Ahorros que funcionan legalmente, se tendrán como bie­
nes propios suyos, de que sólo pueden disponer las mismas depo­
sitantes” .
59 Ley 70 de 1930
Autoriza la constitución a favor de la esposa e hijos de un pa­
trimonio inembargable denominado patrimonio de familia.
2* Ley 95 de 1890
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6’ Ley 28 de 1932
A este sistema legislativo que le otorgaba la plenitud de los de­
rechos al varón y se los negaba a la mujer se vino a introducir un 
cambio sustancial con la expedición de la Ley 28 de 1932, estatuto 
que, puesto en vigencia en 1933, vino a modificar profundamente la 
situación de la mujer colombiana, porque le devolvió la capacidad 
civil que perdía al contraer matrimonio. En consecuencia, cesó la 
incapacidad relativa a que estaban sometidas las mujeres al casar­
se, quedando entonces establecida su situación de la siguiente ma­
nera:
a) La capacidad de la mujer, no interdicta, es completa en lo 
relativo a actos puramente patrimoniales. De modo que la mujer que 
se casa continúa siendo, al igual que el marido, tan capaz como lo 
era antes de casarse, en lo referente a la ejecución de actos extraju- 
diciales concernientes con la adquisición, administración y disposición 
de sus bienes. Así lo establece el Artículo 5’  de la Ley 28 de 1932. 
Y los artículo 1* y 2 de la misma ley, la capacitan para contraer 
obligaciones.
b) Con relación a los bienes aportados por ella al matrimonio, 
y a los que la propia mujer adquiera durante él, sean los irnos o 
los otros de los bienes propios suyos o de los que resulten ser so­
ciales, puede ejecutar actos contractuales o no contractuales, de con­
servación, reparación o mejoramiento, trátese de obras mayores o 
menores de explotación, goce o propiamente de administración. Ar­
tículos 1" y 59 de la Ley 28 de 1932).
c) Puede contraer obligaciones en general, girar, endosar y acep­
tar títulos valores, comprar, tomar en arriendo, celebrar contratos 
causantes de obligaciones a su cargo, hacer donaciones. (Artículos 
1 * y  29 de la Ley 28 de 1938). Consecuencia de ésto, es el artículo 
5° de la misma Ley.
d) Puede realizar actos que por sí mismos causen transferencia 
de dominio; por ejemplo, la dación en pago, el contrato de mutuo, 
o que conduzcan a ella, como la prenda o la hipoteca. (Artículos 1* 
y 5’  de la Ley 28 de 1932).
e) Puede efectuar otros actos de transferencia de los suyos, 
como la cesión de crédito, abandono o dejación o remitir crédito exis­
tente a su favor. (Artículos V> y 59 de la Ley 28 de 1932).
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f) Puede adquirir a cualquier título y por lo tanto tomar la ca­
lidad de acreedora, de mutuaria y de adquiriente de precio de renta 
vitalicia. El Artículo 1? de la Ley 28 de 1932 consagra este derecho 
cuando se refiere a los bienes que, por cualquier causa, adquiera la 
mujer durante la separación transitoria de bienes.
g) Puede aceptar herencia, con o sin beneficio de inventario.
h) Puede celebrar contrato de renta vitalicia y en general todos 
los actos patrimoniales de carácter civil.
La mujer casada es autorizada para ser fiadora
El Código Civil Colombiano, en su Artículo 2368, facultaba a 
todo individuo para obligarse como fiador, con las siguientes ex­
cepciones:
1. Los menores de edad.
2. Los furiosos, pródigos, sordomudos y mentecatos.
3. Las mujeres casadas.
Se afirma que este numeral 3’ , por ser una disposición de carác­
ter especial que no tocó la Ley 28 de 1932, subsistió con posteriori­
dad a la expedición de esta Ley.
Aunque a este respecto han surgido tesis encontradas, conside­
ramos que con la Ley 28 quedó superada esta distinción.
Vale la pena conocer la jurisprudencia que, sobre el particular, se 
dictó en sentencia del 20 de octubre de 1937: “Llegado el 1’ de ene­
ro de 1933, por efectos de la vigencia de la Ley 28, cesó la relativa 
incapacidad civil de la mujer casada y de ahí en adelante, dejó de 
figurar en la lista de los incapaces (Artículo 1504 del C.C.C.). Si era 
mayor de edad, volvió a ser tan libre en ejercicio de su actividad 
jurídico-económica como las demás mujeres solteras y mayores. Po­
drá en consecuencia, ser fiadora, comerciante, codeudora, socia, etc. 
porque ante la facultad general de disposición de bienes que se le 
otorgó, no se concibe la supervivencia de casos de excepción que no 
estén contemplados en el nuevo estatuto, destinado a cambiar todo 
el régimen de capacidad anterior” .
La mujer casada es autorizada para ser albacea testamentaria.
El albacea ejerce una función que conlleva una misión de con­
fianza, encomendada por el testador para asegurar el cumplimiento
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de su postuma voluntad. De acuerdo con el Código Civil, la mujer 
casada no podía desempeñar el albaceazgo sin la autorización del 
marido o autorización judicial (Artículo 1330 del Código Civil Co­
lombiano) .
Es lógico que en la práctica casi siempre ocurriera que los jue­
ces no autorizaran a las mujeres para ejercer el cargo de albacea 
contra la voluntad del marido; en consecuencia era éste quien siem­
pre autorizaba a quien debía desempeñarlo. En cambio, las mujeres 
solteras, viudas o divorciadas, sí podían desempeñar el cargo de 
albaceas sin restricción alguna.
También estableció el Código Civil en el artículo 1331 que la viu­
da que fuera albacea de su difunto marido, dejaba de serlo por el 
hecho de pasar a otras nupcias. Afortunadamente todas estas dis­
posiciones fueron derogadas por la Ley 28 de 1932, quedando la mu­
jer casada con facultad para ser albacea sin autorización y además 
no perdiendo el ejercicio de esta función, al pasar a otras nupcias.
Libertad para comparecer en juicio y suspensión de la autorización 
marital y de la representación legal.
Como consecuencia de la capacidad consagrada en el artículo 
1» de la Ley 28 de 1932, el artículo 5’  de la misma Ley dice: “La 
mujer casada, mayor de edad, como tal, puede comparecer libremen­
te en juicio y  para la administración y disposición de sus bienes no 
necesita autorización marital, ni licencia del Juez, ni tampoco el 
marido será su representante legal”.
Por medio de la citada Ley, se le dió a la mujer autonomía para 
contratar y comparecer en juicio y se abolió la autorización marital 
para todos los efectos civiles. Además, la Ley 28 declaró, expresa y 
categóricamente, que el marido no es representante legal de su 
mujer mayor de edad. Después de la expedición de la Ley 75 de 
1968 tampoco lo fue de su mujer menor de edad, puesto que en vir­
tud del artículo 2 2  de ese estatuto gozaba ella del beneficio de la 
habilitación de edad, quedando entonces sometida sólo a las limita­
ciones que, en forma general, la Ley señalaba para los habilitados 
de edad. En virtud de la Ley 27 de 1977, todas las personas mayores 
de 18 años adquirieron la plenitud de los derechos civiles, lo que 
quiere decir que actualmente son absolutamente capaces personas 
mayores de 18 años.
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Es claro que la Ley 28 de 1932, no le reconoció la plena capaci­
dad a la mujer casada ni la igualdad civil con el hombre. Sinembar- 
go, el solo hecho de haberla facultado para disponer de sus bienes 
libremente y administrarlos por sí sola, sin la intervención del ma­
rido, fue el gran paso inicial que se dió para llegar a la plena capa­
cidad que hoy se le ha otorgado.
79. Ley 45 de 1936.
Es la Ley orgánica de la filiación natural. Cambia el concepto 
que traía el Código Civil respecto a los hijos nacidos fuera del ma­
trimonio. La ley 45 reforma lo referente a los derechos y condicio­
nes que, para los hijos nacidos extramatrimonialmente estableció la 
Ley 153 de 1887 y reconoció una vocación hereditaria a los hijos 
naturales, consistente en la mitad de lo que heredan los hijos legí­
timos. Precisó el sistema de la “Investigación de la Paternidad” y 
amplió las causales para la declaración judicial de ella.
En acertado comentario acerca de esta Ley, algún jurista dice:
“El Legislador del año 36, consciente del desamparo y la injusticia 
social en que se hallaba el hijo natural, expidió la Ley 45 que re­
presentó para éste un principio de reivindicación de sus derechos 
al suprimir las denominaciones y distinciones odiosas del Código 
Civil que lo convertían en un paria de la sociedad, al reconocerle, 
una vocación hereditaria más justa y al organizar en forma más 
técnica y efectiva su estatuto legal.
Los beneficios de esta Ley se hicieron extensivos a las madres 
naturales, bajo cuya responsabilidad estaban generalmente el cuida­
do, la crianza y educación de sus menores hijos, y ésto porque al 
darle mayores posibilidades para obtener su reconocimiento y  hacer 
efectivos sus derechos les facilitaba el cumplimiento de sus deberes” .
8 ". Ley 75 de 1968.
Este Estatuto, por el cual se dictan normas sobre filiación y se 
crea el “Instituto Colombiano de Bienestar Familiar” , conlleva el 
espíritu de la defensa de la mujer y de los hijos, puesto que ordena 
que los funcionarios competentes promuevan, de oficio, las diligen­
cias destinadas a establecer la filiación de las personas cuya pater-
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nidad no haya sido reconocida. Este criterio que había sido intro­
ducido por la Ley 83 de 1946, viene a afianzarse al extenderse la 
facultad de iniciar el juicio de investigación de la paternidad, al 
Ministerio Público.
El problema del hijo natural ahora, no solo interesa a la madre 
sino también al Estado, que interviene promoviendo un juicio para 
establecer la responsabilidad del padre con respecto a sus hijos.
Las principales innovaciones que introdujo esta Ley son las 
siguientes:
1. Se establecen las presunciones que pueden dar lugar a de­
clarar judicialmente la paternidad natural (Artículo 4*).
2. Se faculta al Juez para que, a solicitud de parte o por su pro­
pia, iniciativa decrete los exámenes personales del hijo y sus 
ascendientes a fin de establecer pericialmente las caracterís­
ticas heredo-biológicas paralelas entre el hijo y el presunto 
padre o madre, con análisis de grupos sanguíneos y de los 
caracteres patológicos, morfológicos, fisiológicos e intelectua­
les transmisibles.
3. Se crean los cargos de Defensores de Menores, quienes ac­
túan siempre para defender y proteger a los menores, promo­
viendo, en todo caso, las acciones necesarias y las previstas 
en la ley para darle la debida protección y representación al 
menor.
4. Se erige en delito el incumplimiento de las obligaciones de 
asistencia moral o alimentaria, debidas a las personas que 
por ley tienen ese derecho; para quienes incurran en esta in­
fracción, se establece la pena de 6  meses a dos años de arresto 
y multa de $ 1.000.00 a $ 50.000.00.
5. Se crea el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, co­
mo un establecimiento público encargado de proveer la pro­
tección del menor, y en general de procurar el mejoramiento, 
estabilidad y bienestar de las familias colombianas.
6 . Con relación a la mujer, y en cuanto a la Patria Potestad so­
bre los hijos legítimos, la ley 75 faculta a la madre para 
ejercerla, cuando por cualquier causa legal falte el padre.
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Se previo también, que no es causal de suspensión de este 
derecho, el nuevo matrimonio de la madre viuda, fenómeno 
que sí se presentaba en la legislación anterior.
7. Se concedió a la mujer casada, mayor de 18 y menor de 21 
años, el beneficio de la Habilitación de Edad. Pero hoy, en 
virtud de la Ley 27 de 1977, todas las personas mayores de 
18 años tienen plena capacidad civil.
8 . Finalmente, se autorizó a la mujer para desempeñar los car­
gos de Tutora o Curadora, que con anterioridad a esta Ley 
no podía ejercer. Empero, esta Ley no facultó a la mujer pa­
ra ser curadora de su marido disipador; afortunadamente tal 
incongruencia quedó superada con la vigencia del Decreto 
2820 de 1974 que, al abolir la institución de la Potestad Ma­
rital, concedió claramente a cualquiera de los cónyuges la 
facultad de ejercer la curaduría del cónyuge disipador.
9’ . Decreto 1260 de 1970.
“Artículo l 9 El Estado Civil de una persona es su situación jurí­
dica en la familia y la sociedad, determina su capacidad para ejercer 
ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, indis­
ponible e imprescriptible, y su asignación corresponde a la ley” .
“Artículo 29 El estado civil de las personas deriva de los hechos, 
actos y providencias que lo determinan y de la calificación legal 
de ellos” .
“Artículo 39 Toda persona tiene derecho a su individualidad y 
por consiguiente al nombre que por ley corresponde.
El nombre comprende, el nombre, los apellidos, y en su caso, el 
seudónimo” .
El Decreto 1260 de 1970 introdujo importantes principios y re­
formas al tópico referente al estado civil de las personas. A  este 
respecto y con relación al apellido de la mujer casada tenemos que, 
en Colombia por el hecho del matrimonio, la mujer no pierde el 
derecho a seguir usando su propio apellido. Sinembargo, como un 
efecto de la costumbre, la mujer sigue tomando el apellido del ma­
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rido, precedido de la partícula de; (Decreto 1003 de 1939 Artículo 
31). Esta obligación que tenía fundamento legal, hoy se basa en la 
costumbre simplemente, ya que el decreto 1003 de 1939 fue dero­
gado por el Decreto 1260 de 1970. Es indudable que esta norma se 
fundamentaba en el criterio general de considerar a la mujer casada 
como un incapaz y en consecuencia, en la necesidad de hacer la 
distinción entre mujeres casadas y solteras, para que los actos ci­
viles que efectúen las mujeres casadas estén precautelados mediante 
la representación legal del marido, éste sí considerado como la per­
sona capaz en el matrimonio. Si analizamos este aspecto a la luz 
de la evolución que se ha operado en nuestra sociedad actual, en 
donde la mujer ya es sujeto activo de producción, podemos afirmar 
que el cambio de apellido puede acarrearle más perjuicios que bene­
ficios, pues para lo único que sirve, es para hacer saber que la mu­
jer es soltera o casada.
Hoy, la mujer se mueve en los negocios, en la industria, en el 
campo profesional y trabaja hombro o hombro con el varón. Toda 
persona que desarrolla esta clase de actividades, adquiere un pres­
tigio, un “nombre” , que constituye parte muy valiosa de su patrimo­
nio personal. Pero resulta que hoy, según nuestra costumbre, cuan­
do la mujer contrae matrimonio se ve obligada a tomar el apellido 
del marido, aunque todo su prestigio lo haya adquirido con el de 
soltera. De esta manera, con el nuevo apellido tiene que empezar a 
hacerse conocer nuevamente.
Este tipo de discriminación ataca seriamente los intereses eco­
nómicos y sociales de la mujer; y si comparamos esta situación con 
la del varón, encontramos claramente que hay una gran desventaja, 
generadora de injustas consecuencias, en detrimento de la mujer.
El hombre casado, no cambia su apellido; su negocio, su presti­
gio y su renombre permanecen intactos y en consecuencia, sus ga­
nancias y su progreso económico, no se estancan con el matrimonio. 
En cambio, los de la mujer sí.
Para defender esta norma se ha argumentado que el cambio de 
apellido de la esposa obedece al orden de que la prole toma los ape­
llidos de sus padres. Este es un argumento de poca validez jurídica, 
aunque sí tiene una gran fuerza del patrón cultural nuestro, que 
establece como prebenda, el que el padre le de el apellido a su hijo 
legítimo, porque la madre sólo puede dárselo al hijo “natural” , o 
extramatrimonial.
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Otro tipo de discriminación y de castigo para la mujer es el 
de la madre soltera que tiene que someter a su hijo, de por vida, 
al escándalo y al oprobio de la sociedad. Y resulta que la culpa que 
se vierte sobre esa criatura es el fruto de la irresponsabilidad de 
los dos padres.
Considerando todo ésto en el aspecto humano, podríamos decir 
que, en muchas ocasiones, si se les pusiera a escoger el orden en 
que quisieran llevar los apellidos de sus padres, los hijos con uso 
de razón, escogerían primero el de la madre, cuando el padre por 
ser vergüenza para la familia, bien sea por su vida privada o por 
sus actividades antisociales, constituyen motivo de deshonor y aún 
de odio para sus hijos.
10. Ley 20 de 1974.
Por medio de esta Ley se aprobó el Concordato y el Protocolo 
Final entre la República de Colombia y la Santa Sede, suscrito en 
Bogotá el 12 de julio de 1973.
Mediante la Ley 35 de 1888, fue aprobado el Concordato firma­
do el 31 de diciembre de 1887, en la ciudad de Roma, entre su San­
tidad el Papa León X m , representado por su Secretario de Estado, 
el Cardenal Mariano Rampolla del Tíndaro y don Rafael Núñez, 
Presidente de Colombia, representado por el Ministro Plenipotencia­
rio designado para el efecto, don Joaquín Fernando Vélez. Mediante 
este convenio el Estado Colombiano reconoció a la Iglesia Católica 
su plena libertad e independencia, así como su autoridad espiritual 
y su jurisdicción sobre los católicos colombianos.
En \Tirtud del Concordato se sancionó la independencia de la 
legislación Canónica con respecto de la Civil. A su vez, la Iglesia 
reconoció al Estado su propia personería jurídica y la capacidad 
de gozar y ejercer los derechos que le corresponden.
Respecto al régimen matrimonial los principales puntos que en 
este convenio se acordaron fueron:
a) El matrimonio que deberán celebrar los que profesan la 
religión católica, producirá efectos civiles respecto a las personas 
y bienes de los cónyuges y sus descendientes solo cuando se celebre 
de conformidad con las disposiciones del Concilio de Trento. El acto
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de la celebración será presenciado por el funcionario que la Ley 
determine, con el solo objeto de verificar la inscripción del matri­
monio civil, a no ser que se trate de matrimonio “in artículo mortis” , 
caso en el cual podrá prescindirse de esta formalidad si no fuere 
fácil llevarla, y reemplazarse por pruebas supletorias. Es de cargo 
de los contrayentes practicar las diligencias relativas a la inter­
vención del funcionario civil para el registro, limitándose la acción 
del párroco a hacerles oportunamente presente la obligación que la 
ley civil impone.
b) Respecto al matrimonio celebrado en cualquier tiempo de 
conformidad con las disposiciones del Concilio de Trento y que pro­
duce efectos civiles, se admiten de preferencia como pruebas suple­
torias las de origen eclesiástico.
c) Serán de exclusiva competencia de las autoridades eclesiásti­
cas las causas matrimoniales que afectan el vínculo del matrimonio 
y la cohabitación de los cónyuges, así como las que se refieren a la 
validez de los esponsales. Los efectos civiles del matrimonio se re­
girán por la Ley Civil.
La Ley 54 de 1924, por la cual se aclaró la legislación existente
sobre matrimonio civil, estableció que los católicos que intenten 
contraer matrimonio civil, tiene que apostatar públicamente, de 
su religión católica (Artículos 1? y 2? de la Ley 54 de 1924).
Las Reformas al Concordato.
El día 12 de julio de 1973, el Canciller de la República, Alfredo 
Vásquez Carrizosa y el Nuncio Apostólico de su Santidad, Monseñor 
Angelo Palmas, actuando con plenos poderes de las partes contra­
tantes, suscribieron un nuevo convenio concordatario que dejó sin 
vigor parte de los acuerdos firmados en Roma anteriormente.
Por medio del Artículo I o de la Ley 20 de 1974 se aprobó el 
nuevo Concordato y Protocolo final firmados entre la República de 
Colombia y la Santa Sede.
Las principales disposiciones del nuevo Concordato respecto al 
régimen matrimonial son las siguientes:
1. “La Legislación Canónica es independiente de la Civil y no 
forma parte de ésta, pero será respetada por las autoridades de la 
República” . (Artículo 3’ ).
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2. “El Estado reconoce plenos efectos civiles al matrimonio ce­
lebrado de conformidad con las normas del derecho canónico. Para 
la efectividad de este reconocimiento la competente autoridad ecle­
siástica transmitirá copia auténtica del acta al correspondiente fun­
cionario del Estado quien deberá inscribirla en el registro civil” . 
(Artículo 79).
3. “Las causas relativas a la nulidad o a la disolución del víncu­
lo en los casos de matrimonios católicos, incluidas las que se refie­
ren a la dispensa del matrimonio rato y no consumado, son de com­
petencia exclusiva de los Tribunales Eclesiásticos y Congregacio­
nes de la Sede Apostólica.
Las decisiones y sentencias de éstas, cuando sean firmes y eje­
cutivas, conforme al Derecho Canónico, serán transmitidas al Tribu­
nal Superior del Distrito Judicial territorialmente competente, el 
cual decretará su ejecución en cuanto a efectos civiles y ordenará 
su inscripción en el registro civil”. (Artículo 8 ?).
4. Las Altas Partes Contratantes convienen en que las causas 
de separación de cuerpos de los matrimonios canónicos sean tra­
mitadas en primera instancia por los tribunales superiores del 
distrito judicial y en segunda instancia ante la Corte Suprema de 
Justicia.
A solicitud de uno de los cónyuges la causa respectiva se sus­
penderá en primera instancia y por una sola vez, durante treinta 
días, para dar lugar a la acción, conciliadora y pastoral de la Iglesia, 
salvo la competencia del Tribunal para adoptar las medidas precau- 
telativas que estime convenientes. Vencido el plazo el respectivo 
Tribunal reanudará el trámite correspondiente” . (Artículo 9’ ).
5. “Los funcionarios de las ramas jurisdiccional y ejecutiva del 
Estado, si fuere necesario, prestarán su colaboración en la ejecución 
de las providencias de los Tribunales Eclesiásticos, con el fin de 
proteger los derechos de las personas que podrían ser lesionadas por 
ejecución incompleta o fallida de tales providencias” .
6 . Este concordato, dejó sin vigor y efecto el que las Altas 
Partes Contratantes firmaron en Roma, el 31 de Diciembre de 1887, 
aprobado por la Ley 35 de 1888, la Convención Adicional al Concor­
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dato, firmada en Roma el 20 de julio de 1892, aprobada por la Ley 
34 de 1892 y los Acuerdos derivados del canje de notas número 
27643 del 27 de febrero de 1924, que dieron origen a la Ley 54 de 
1924. (Artículo 30).
Protocolo Final:
En relación con el Artículo VII: La inscripción de un matrimo­
nio canónico que no haya sido anotado en el Registro Civil al tiem­
po de su celebración, podrá efectuarse a solicitud de cualquiera de 
los cónyuges o de quien tenga interés legítimo en dicho matrimonio. 
Con tal fin, será suficiente la presentación de una copia auténtica 
de la respectiva partida eclesiástica. La muerte de uno o de ambos 
cónyuges, no será obstáculo para efectuar dicha inscripción. (Apar­
te I del Protocolo).
“Los efectos civiles del matrimonio Canónico debidamente ins­
crito en el registro civil regirán a partir de la fecha de la celebra­
ción canónica de dicho matrimonio” . (Aparte II del Protocolo).
9. En relación con el artículo VIH: “La República de Colombia 
reconoce la competencia exclusiva de la autoridad eclesiástica en 
cuanto se refiere a los aspectos Canónicos del Privilegio de la Fe.
Por lo que se refiere a los efectos civiles correspondientes se 
tendrá en cuenta lo dispuesto por la jurisprudencia y la legislación 
civil colombiana de manera que sean respetados tanto los derechos 
adquiridos por los cónyuges como los derechos de las personas le­
galmente amparadas en la Sociedad Conyugal” .
10. En relación con el artículo IX: “Le determinación que hace 
este artículo de que las causas de separación del matrimonio canó­
nico serán dirimidas ante el Tribunal Superior y la Corte Suprema 
de Justicia de Colombia, no impedirá que, en el futuro, el Estado co­
lombiano pueda establecer una instancia especial para examinar y 
juzgar las causas relativas al derecho de familia y que tenga un 
nivel equivalente al de aquellas entidades. (Parte final del Proto­
colo) .
11. Por medio del artículo 29 de la Ley 20 de 1974, se derogó la 
Ley 54 de 1924. Es importante sacar en síntesis los dos aspectos 
más importantes de esta reforma concordataria, en lo relacionado 
con la familia:
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a) Los católicos tienen derecho a contraer matrimonio civil sin 
abjurar de su religión.
b) Los juicios de separación de cuerpos, se ventilan ante los 
tribunales civiles.
12. Ley 24 de 1974.
Consideramos importante hacer mención a esta Ley, porque por 
su intermedio el Congreso Nacional revistió al Presidente de la Re­
pública de facultades extraordinarias, para hacer las reformas per­
tinentes, en la legislación civil, con el fin de otorgar iguales dere­
chos y obligaciones a las mujeres con respecto a los varones.
Además estableció que, mientras se determine el procedimiento 
para los asuntos que corresponderán a la Jurisdicción de Familia, 
siempre que se necesite la intervención del juez, se seguirá el proce­
dimiento verbal regulado en los artículos 442 a 448 del Código de 
Procedimiento Civil.
13. Decreto 2820 de 1974.
Este Decreto es el comunmente denominado “Estatuto de la 
Igualdad Jurídica de los Sexos” , porque por medio de él, se le otorgó 
a la mujer, en el campo jurídico, igualdad con respecto al varón.
Siguiendo el proceso de evolución en cuanto a la situación jurí­
dica de la mujer, en Colombia solo vino a culminar y a hacerse efec­
tiva la reforma substancial de la legislación civil, con la expedición 
del Decreto número 2820 del 20 de diciembre de 1974, estatuto que 
estableció, en forma definitiva, la igualdad jurídica de los sexos.
Varios proyectos de Ley habían sido presentados al Congreso 
Nacional, pero todos fueron archivados, sin que siquiera se les hu­
biera nombrado ponente. El interrogante que se ha despertado en 
relación con éste fenómeno, se ha generalizado. Personalmente res­
pondemos: el hecho de colocar a la mujer en un plano de igualdad 
con el varón, implica una verdadera revolución social; es adquirir 
una concepción completamente nueva en la política; y es, final­
mente, introducir un cambio radical en los sistemas y estructuras de 
una sociedad.
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Los pasos que anteriormente se habían dado, si bien es cierto 
habían cerrado una brecha, no habían encontrado un respaldo fir­
me y definitivo, por parte del gobierno. Solamente el Presidente, 
doctor Alfonso López Michelsen, vino a darle toda la seriedad e 
importancia que requería esta iniciativa.
Desde su campaña presidencial, el doctor López Michelsen ha­
bía prometido que, durante los cien primeros días de su administra­
ción, expediría una legislación que borraría por completo toda dis­
criminación por razón del sexo. Y todas las tesis del “Mandato 
Claro” plantearon la necesidad de elevar el status de las mujeres 
colombianas, para darles iguales oportunidades de educarse e inte­
grarse plenamente en la vida económica y social del país.
A  las reformas de la Legislación Familiar, preceden serios y 
concienzudos estudios e investigaciones, en las que participaron 
diferentes sectores y estamentos del país. Además, con suficiente 
anterioridad, el doctor López Michelsen constituyó una comisión a 
la cual tuve el honor de pertenecer, que se encargó de adelantar los 
respectivos estudios. Inicialmente se elaboró un proyecto de “Esta­
tuto de Familia” , en el que se incluían los proyectos de Ley sobre: 
Matrimonio - Divorcio - Filiación Legítima y Natural - Adopción - 
Sociedad Conyugal - Separación de Bienes - Tutela y Cúratela y 
Jurisdicción de Familia.
Por recomendación del doctor López Michelsen, a efecto de fa­
cilitar su discusión y aprobación en el parlamento, se dividió el esta­
tuto y se presentaron proyectos separados.
En la legislatura de 1974, el gobierno del doctor Alfonso López 
sometió a la consideración del Congreso los tres primeros proyec­
tos: “Igualdad de derechos y obligaciones para los varones y las 
mujeres” , “Jurisdicción de Familia” y “Divorcio y Separación de 
Cuerpos’.
La Ley 24 de 1974, revistió entonces, al Presidente de la Repú­
blica de facultades extraordinarias, para que reformara los artículos 
del Código Civil, con el fin de establecer la igualdad jurídica de los 
sexos. Fue así como el 20 de diciembre de 1974, se expidió el Decreto 
número 2820, que acabó con la discriminación que la ley civil esta­
blecía contra la mujer. El mencionado Decreto está vigente desde 
el 4 de febrero de 1975, en virtud de su publicación en el Diario Ofi­
cial número 34249.
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Al redactarse el proyecto de Decreto, para cambiarlo por el pro­
yecto de Ley que había sido presentado al Congreso, se “desliza­
ron” algunos errores de mecanografía y se derogaron equivocada­
mente algunos artículos, que inmediatamente fueron corregidos por 
el Decreto número 772 de 1975.
Asimismo, con la expedición del Decreto 206 de 1975, regla­
mentario del artículo segundo de la Ley 24 de 1974, se dispuso que 
los asuntos que deben someterse al procedimiento verbal, de que 
tratan los artículos 442 a 448 del Código de Procedimiento Civil, 
son los siguientes:
a) Los litigios que surjan entre los padres, o entre estos y sus 
hijos menores, respecto al ejercicio de la Patria Potestad, bien sea 
que obren los padres o el defensor de menores o de la familia.
Se exceptuó lo referente al proceso de alimentos, el cual se rige 
por leyes especiales que para el efecto se han dictado y las disposi­
ciones del Título X X n del Libro 3’  y concordantes del Código de 
Procedimiento Civil.
b) Los litigios que surjan entre los cónyuges sobre fijación del 
domicilio y lugar de la residencia, dirección del hogar, derecho a ser 
recibido el cónyuge y obligación de vivir juntos.
c) La solicitud del marido sobre examen de la mujer, cuando 
haya denuncia de embarazo.
Es natural, que la sola expedición de una ley no puede producir 
un cambio de actitudes en una sociedad. Se requiere una gran divul­
gación de la norma, y especialmente hacer comprender su verdarero 
significado y el motivo de la introducción de la reforma. En conse­
cuencia, he considerado necesario presentar los siguientes comen­
tarios sobre el citado Decreto 2820 de 1974.
Relaciones entre los cónyuges:
Las relaciones entre los cónyuges se regían, en el Código Civil, 
por el principio de la Potestad Marital, El Decreto 2820 de 1974 
estableció el régimen de participación conjunta y solidaria de los 
esposos en la organización y dirección del hogar y la familia.
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Potestad marital:
El artículo 70 derogó el artículo 177 C.C.C., quedando, por tan­
to, eliminada la Potestad Marital. Esta disposición fue sustituida por 
el artículo 10 que dice así: “El marido y la mujer tienen conjunta­
mente la dirección del hogar. Dicha dirección estará a cargo de uno 
de los cónyuges cuando el otro no la pueda ejercer o falte. En caso 
de desacuerdo se recurrirá al juez o al funcionario que la Ley de­
signe” .
Como se puede observar, al eliminarse el sistema del poder ab­
soluto del marido, se institucionalizó en la legislación colombiana, 
un régimen completamente nuevo, con las siguientes características:
a) En la organización y dirección de la familia y  del hogar, 
participan los dos cónyuges solidaria y equivalentemente.
b) En caso de desacuerdo, se resolverá teniendo en cuenta el 
interés de la familia, pero especialmente el de los hijos.
En vista de que aun no se ha expedido la Ley, creando la Juris­
dicción de Familia, todos los asuntos relacionados con la familia 
deben ser conocidos por los Jueces Civiles del Circuito. Por exten­
sión y analogía, y hasta que no se regule por ley, debe aplicarse el 
artículo 16 numeral 4? del Código de Procedimiento Civil.
c) Teniendo en cuenta la rapidez con que deben ser atendidos 
los problemas familiares, se aplicará, en todo caso, el Procedimiento 
Verbal, regulado por el Código de Procedimiento Civil.
d) Se prevé la creación de los cargos de “Abogados Defensores 
de Familia” .
e) Se elimina todo trato discriminatorio.
Casi todas las legislaciones del mundo, tienden hoy a eliminar 
por completo, todas las desigualdades y a colocar a la mujer en un 
pie de igualdad con el varón.
En el mundo, la primera legislación que estableció la plena igual­
dad jurídica entre hombres y mujeres y abolió totalmente la Potes­
tad Marital, fue el Código del Matrimonio, la Familia y la Tutela de
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la República Socialista Federativa Soviética de Rusia de 1918. En 
su Artículo 9'' estableció: “Ambos cónyuges gozarán de completa 
libertad para escoger sus ocupaciones y profesión. El régimen de 
economía común se establecerá por el mutuo acuerdo de los cón­
yuges. El cambio de domicilio de uno de los cónyuges no produce 
para el otro obligación.
La Ley Francesa N’  70 - 459 del 4 de junio de 1970, en su ar­
tículo 2" consagra la desaparición de la noción de Jefe de Familia y 
establece una dirección conjunta del hogar por los esposos.
Las Leyes de la República Democrática Alemana igualan en un 
todo la mujer al hombre. También la República Federal Alemana en 
sus leyes, a partir de 1957, borra las antiguas desigualdades entre 
hombres y mujeres. En América, son muy pocos los países que aún 
conservan en su legislación la Institución de la Potestad Marital.
El Domicilio y la Obligación de Cohabitar
Los artículos 11 y 12 modifican sustancialmente todo lo relacio­
nado con la cohabitación y demás obligaciones de los cónyuges.
En la primera de estas disposiciones se establece el deber de 
vivir juntos, salvo causa justificada y el derecho que cada uno tiene 
a ser recibido en la casa del otro. Además en el Artículo 12 se esta­
blece que le corresponde al marido y a la mujer fijar la residencia 
del hogar y en el inciso 2 " de este mismo artículo, que les correspon­
de a ambos cónyuges subvenir a las ordinarias necesidades domésti- 
ticas, en proporción a sus facultades.
Es natural que este nuevo concepto de las relaciones familiares 
que se introdujo en la legislación colombiana haya encontrado una 
gran resistencia en nuestro medio, a donde se tiene la idea fija de 
que la familia solamente podía ser dirigida y orientada por un varón.
Es muy seguro que la aceptación de este nuevo régimen va a 
ser muy lenta, pero persistiendo en las campañas educativas y de 
divulgación, se puede pensar en un cambio a un plazo más o menos 
corto.
La tendencia general en los países europos es la de establecer 
el sistema de fijar el domicilio y escoger el lugar de residencia de 
común acuerdo los dos esposos.
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En Francia, a partir de la Ley del 4 de junio de 1970, los espo­
sos deben escoger conjuntamente el domicilio conyugal y ninguno 
de los dos puede renunciar a la renovación del contrato de la habi­
tación, ni buscar otra, si con ello se compromete el “equilibrio de la 
familia” . En Alemania a partir de una Ley expedida en 1957 el ma­
rido no tiene derecho a fijar el domicilio y éste debe fijarse de común 
acuerdo.
En América, entre otros paises, Bolivia, Guatemala, Méjico y 
Uruguay establecen el domicilio conyugal de común acuerdo.
Protección y Obediencia
El Artículo 9" introdujo una reforma sustancial, pues suprimió 
la obligación de protección y obediencia y dijo: “El Artículo 176 
C.C.C., quedará así: Los cónyuges están obligados a guardarse fe 
socorrerse y a ayudarse mútuamente en todas las circunstancias de 
la vida” .
Es lógico que al establecerse el régimen de igualdad de los cón­
yuges, tiene que borrarse de la legislación todo vestigio de superiori­
dad, inferioridad, dominio o dependencia, como los que estaban im­
presos en el artículo comentado.
Hoy, en el Nuevo Estatuto, la pareja está formada por dos se­
res iguales que se unen para vivir juntos, procrear y ayudarse mu­
tuamente.
El paso dado en Colombia es la consecuencia de un proceso de 
evolución que se ha venido gestando en el país desde hace mucho 
tiempo y que hoy al culminar con la expedición de una ley moderna 
que responde a las realidades nacionales, se fundamenta sobre las 
sólidas bases de dar iguales oportunidades a la mujer y  al varón 
para que se eduquen, capaciten y se preparen para el cambio que 
inexorablemente y ya en la práctica ha de llegar.
La Fidelidad de los Cónyuges
El Artículo 9V establece que para efecto de la violación de la fe 
conyugal se tienen en cuenta las relaciones extramatrimoniales, 
tanto del marido como de la mujer.
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Se corrige con esta disposición el sistema aberrante, destructor 
de la familia, que autorizaba al marido para exigir fidelidad a su 
mujer, a pesar de su mal ejemplo, mientras que a ella se le limitaba 
el derecho para exigir a él el cumplimiento de esta obligación.
Es natural que esta norma, encuentre mucha resistencia, ya que 
vino a imponer a los cónyuges, la obligación de guardarse fidelidad 
mutua. Hemos visto varios escritos y comentarios tratando de inter­
pretar esta disposición en el sentido de que una sola relación extra- 
matrimonial no puede dar lugar a un divorcio. La decisión queda en 
manos de los jueces, la jurisprudencia y doctrina que nos aclararán 
todas las dudas. Sinembargo, estimo conveniente traer la sentencia 
de la Corte Suprema de Justicia, que refiriéndose al honor conyugal 
dice así: “La tendencia de radicar el honor conyugal solo en el ma­
rido procede, por lo menos en parte, del desnivel jurídico en que 
siempre han vivido el hombre y la mujer” . Confiamos en que, ahora 
que ha desaparecido la desigualdad jurídica entre el hombre y la 
mujer, la justicia recaiga por igual en ambas partes porque ya las 
realidades nos están indicando muy a las claras que la mujer, ni la 
familia, ni los hijos quieren más este sistema ambivalente, fruto de 
las sociedades “machistas” , ya mandadas a recoger.
Bienes en el Matrimonio
A pesar de que el Estatuto no se refiere expresamente al ré­
gimen de bienes en el matrimonio, ya que éste está regulado por la 
Ley 28 de 1932, que le dió capacidad civil a la mujer casada y la fa­
cultó para administrar y disponer libremente de sus bienes, vale la 
pena referirnos a las disposiciones que tocan este tema en el Decre­
to 2820 de 1974.
El Artículo 13 en el inciso 2’  dice así: “Los que se hayan casado 
en país extranjero y se domiciliaren en Colombia, se presumirán se­
parados de bienes, a menos, que de conformidad a las leyes bajo 
cuyo imperio se casaron se hallen sometidos a un régimen patrimo­
nial diferente” .
El Decreto en su artículo 13 inciso 2r/ aclara la disposición del 
Código que fue redactada en la época en que Colombia era una Re­
pública Federal, refiriéndose a las normas que regían el matrimo­
nio en los diferentes “Estados”. Hoy la disposición se refiere a los 
matrimonios que se celebran en un país extranjero.
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El Artículo 198 C.C.C., disponía que, la mujer no podía renun­
ciar en las capitulaciones matrimoniales la facultad de pedir la sepa­
ración de bienes a que le daban derecho las leyes.
Esta disposición fue reformada inicialmente por el artículo 14 
del Decreto 2820 así: “Ninguno de los cónyuges podrá renunciar 
en las capitulaciones matrimoniales la facultad de pedir separación 
de bienes” Pero como por un error en la derogatoria se suprimieron 
las causales de separación de bienes consagradas en los artículos 2 ’  
3 ? y 59  de la Ley 8 a de 1922, este artículo 14 del Decreto 2820 fue 
sustituido por el artículo 2" del Decreto N- 772 de 1975 que dice 
así: “Ninguno de los cónyuges podrá renunciar en las capitulaciones 
matrimoniales la facultad de pedir separación de bienes”.
“Son causales de separación de bienes, respecto a cualquiera de 
los cónyuges: l 9 Las que autorizan el divorcio o la simple separación 
de cuerpos.
2P La disipación y el juego habitual.
3'1 La administración fraudulenta o notoriamente descendiente 
de su patrimonio, en forma que menoscabe gravemente los intereses 
del otro en la sociedad conyugal.
También es causal de separación de bienes el mutuo consenso de 
los cónyuges” .
El artículo 15 del Decreto 2820 reformó esta disposición así: 
“Para que un cónyuge menor pueda pedir separación de bienes, debe 
designársele un curador especial” .
El artículo 16 redujo todo esto a lo siguiente:
“Ejecutoriada la sentencia que decreta la separación de bienes, 
ninguno de los cónyuges tendrá desde entonces parte alguna en los 
gananciales que resulten de la administración del otro” .
El inciso 2o del artículo 257 C.C.C. disponía que, si la mujer es­
taba separada de bienes, los gastos sobre crianza, educación y esta­
blecimiento de los hijos legítimos correrían por cuenta del marido, 
y que la mujer debía contribuir en la proporción que el juez fijara.
Esta disposición fue sustituida por el artículo 19 así: “Si el ma­
rido y la mujer viviesen bajo estado de separación de bienes, deben 
contribuir a dichos gastos en proporción a sus facultades” .
Todas las disposiciones del Código Civil relacionadas con loa 
bienes, tenían una marcada tendencia a demostrar que la mujer, 
económicamente no producía nada, ni contribuía con nada en el 
hogar.
Esta concepción, a más de ser falsa, es injusta, ya que todos 
sabemos que en la realidad la mujer contribuye enormemente con su 
trabajo en el hogar, no solo al progreso económico y social de b u  
marido sino en general al de toda la familia, y con muy contadas 
excepciones, todos los dineros que posee la mujer los invierte y  pone 
a disposición de su familia.
Información sobre el Estado de Embarazo
El artículo 225 del C.C.C. establecía que la mujer, después del 
divorcio o de la declaración de nulidad del matrimonio, que se cre­
yera encinta, debía denunciarlo al marido dentro de los primeros 
treinta días de la separación.
El artículo 226 del C.C.C., como consecuencia de lo anterior au­
torizaba al marido para enviar a la mujer una “ compañera de bue­
na razón” que le sirviera de guarda y además una “matrona que ins­
peccionara el parto” y estaba obligada a recibirla. Además, que si 
se probaba que la mujer había procedido de mala fe, pretendiéndose 
embarazada sin estarlo, sería indemnizado el marido.
Todas estas disposiciones fueron sustituidas por el artículo 17 
del Decreto 2820 así:
“El marido podrá, a consecuencia de la denuncia a que se re­
fiere el artículo 225 o aún sin ella, exigir, por conducto del juez, 
que la mujer se someta a exámenes de médicos competentes a fin de 
verificar el estado de embarazo. En caso de que la mujer se niegue 
a la práctica de dichos exámenes, se presumirá la inexistencia del 
embarazo” . Y en la parte final de este artículo se establece a quien 
debe hacerse la denuncia en caso de no poder hacerla el marido.
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Indignidad para heredar por cansa de homicidio
El inciso l v del artículo 1026 establecía que era indigno de 
heredar el varón mayor de edad que no hubiera acusado a la justi­
cia el homicidio conocido por él y que cesaría esta indignidad si la 
justicia ya había empezado a proceder.
Este primer inciso del artículo 1026 quedó sustituido por el 
artículo 57 del Decreto 2820 así: Es indigno de suceder quien siendo 
mayor de edad no hubiere denunciado a la justicia dentro del mes 
siguiente, al día en que tuvo conocimiento del delito, el homicidio de 
sü causante, a menos que se hubiere iniciado antes la investigación.
El inciso 2q de este artículo 1026 decía: “Pero esta causa de indig­
nidad no podrá alegarse sino cuando constare que el heredero o le­
gatario no es Marido de la persona por cuya obra o consejo se eje­
cutó el homicidio, ni es del número de sus ascendientes o descendien­
tes, ni hay entre ellos deudo de consanguinidad o afinidad hasta el 
tercer grado inclusive” .
Este segundo inciso del Código Civil fue sustituido por el ar­
tículo 12 del Decreto 772 de 1975, con el cual se modificó, a su vez 
el artículo 57 del Decreto 2820 y quedó así:
“Esta indignidad no podrá alegarse cuando el heredero o lega­
tario sea cónyuye, ascendiente o descendiente de la persona por cu­
ya obra o consejo se ejecutó el homicidio, o haya entre ellos vínculos 
de consanguinidad hasta el cuarto grado, o de afinidad o de paren­
tesco civil hasta el segundo grado inclusive” .
RELACION ENTRE PADRES E HIJOS  
La Patria Potestad
Las relaciones entre los padres y los hijos legítimos se regían 
en el Código Civil Colombiano, por el principio de la Patria Potestad, 
conjunto de derechos concedidos exclusivamente al padre sobre la 
persona y bienes del hijo.
Este concepto fue totalmente modificado por el Decreto 2820 
que estableció el sistema de Autoridad Familiar Compartida.
El concepto de Patria Potestad ha tenido la siguiente evolución:
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I9. El artículo 288 del C.C.C. la definía así:
“Es el conjunto de derechos que la ley da al padre legítimo sobre 
sus hijos no emancipados” .
Estos derechos no pertencían a la madre.
2?. Esta disposición del Código fue subrogada por el artículo 53 
de la Ley 153 de 1887, que le concedió a la madre el ejercicio de la 
patria potestad en caso de muerte del padre, pero con la condición 
de que guardara buenas costumbres y no pasara a otras nupcias.
39. La Ley 45 de 1936 en su artículo 13 definió la patria potes­
tad, como, “el conjunto de derechos que la ley concede a los padres 
sobre sus hijos no emancipados para facilitar a aquellos el cumpli­
miento de sus deberes que su calidad les impone. “Ejerce estos 
derechos respecto de hijos legítimos, el padre y a falta de éste, por 
cualquier causa legal, la madre mientras guarde buenas costumbres 
y no pase a otras nupcias” .
Observamos que con esta Ley se producen los siguientes cambios:
a) Se agrega al concepto de derecho, el de “deber” , al decir, 
“cumplimiento de sus deberes” .
b) La patria potestad se extiende a la madre, no solamente 
cuando muere el padre sino cuando falta por cualquier circunstan­
cia legal.
c) Con relación a los hijos naturales se le otorga el ejercicio 
de la patria potestad a la madre, pero el juez puede conferírsela 
al padre.
El Decreto 2820 estableció el sistema de la “Autoridad Familiar 
Compartida” . Consagró ante todo, la protección y defensa de los in­
tereses de los hijos, al sustraer del dominio absoluto del padre, 
todos los derechos que exclusivamente a él le concedía la ley, otor­
gándoselos conjunta y solidariamente con la madre.
Las principales reformas que con relación a la Patria Potestad 
se introducen son las siguientes:
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I9. Se sustituye el concepto de Patria Potestad, por el de auto­
ridad compartida.
2*. Según los artículos l", 39, 40 y 50, la representación judicial 
y extrajudicial del menor se otorgó a ambos padres, sin distinguir 
entre hijos legítimos e hijos extramatriomaniales, siempre que éstos 
últimos vivan juntos.
3°. Según los artículos 1’ , 24, 29, 33, 49 y 50, los derechos de 
administración de los bienes de los hijos menores que antes co­
rrespondían exclusivamente al padre se le otorgan a los dos.
49. Según los artículos l 9, 26, 27, 40 y 49, el usufructo legal, 
que antes le correspondía exclusivamente al padre le corresponde 
ahora también a la madre, por iguales partes.
49 La Ley 75 de 1968, en su artículo 19 suprimió la exigencia de 
“buenas costumbres” a la mujer y respecto a las segundas nupcias 
dijo: “Si quien ejerce la patria potestad pasare a otras nupcias, 
el juez podrá, con conocimiento de causa y a petición de parte, si 
lo considera más conveniente, poner bajo guarda al hijo” .
Según el artículo 264 C.C.C., el padre, y solo en su defecto la 
madre tenía derecho de elegir el estado o profesión futura de sus 
hijos y de dirigir su educación.
Esta disposición fue reformada por el artículo 23 del Decreto 
la cual a su vez fue sustituida por el artículo 49 del Decreto 772 de 
1975 así: “Los padres de común acuerdo, dirigirán la educación de 
sus hijos menores y su formación moral e intelectual, del modo que 
crean más conveniente para éstos, asimismo, colaborarán conjunta­
mente en su crianza, sustentación y establecimiento” .
Según el artículo 116 C.C.C. la edad mínima para contraer ma­
trimonio libremente, era de 2 1  años para el varón y 18 para la 
mujer.
El artículo 29 del Decreto 2820 establece la edad uniforme de 
18 años para que las personas puedan contraer matrimonio libre­
mente.
—  52 —
La exigencia de los 21 años para el varón ya no se justifica, 
puesto que con la Ley 28 de 1932, el marido dejó de ser el represen­
tante de la mujer. Esto estaba bien en el régimen del Código Civil 
cuando el marido era el representante legal de la mujer, o sea que 
era una especie de curador de ella, cargo para el cual, de acuerdo 
con las disposiciones del mismo Código, se requería ser mayor de 
edad no habilitado.
Se ha criticado el hecho de haber establecido la edad de 18 y no 
la de 2 1  años para contraer matrimonio sin el permiso de los padres.
Pero la realidad es que hoy los muchachos se casan muy jóve­
nes con o sin el consentimiento de sus padres. De manera que estan­
do establecido este sistema, es mejor ajustar la ley a la realidad.
A partir de la vigencia de la Ley 27 de 1977, todas las perso­
nas mayores de 18 años, son plenamente capaces para todos los ac­
tos de la vida civil.
INVENTARIO DE BIENES PARA CONTRAER  
NUEVAS NUPCIAS
Según los artículos 169 a 172, del C.C.C. solamente el “Viudo” , 
que teniendo hijos de procedente matrimonio bajo su patria potes­
tad y quisiera volver a casarse estaba obligado a hacer el inventario 
solemne de los bienes que administraba y presentar el certificado 
autenticado del nombramiento del curador especial, bajo la sanción 
de perder el derecho de suceder como legitimario o como heredero 
al hijo.
El artículo 7o del Decreto 2820 acabó con esta discriminación 
y estableció estas obligaciones para cualquier persona que pretenda 
contraer nuevas nupcias pero además estableció que la violación 
de esta mandato ocasionará la pérdida del usufructo legal de los 
bienes de los hijos y multa de $ 1 0 .0 0 0 . 0 0  al funcionario que hubie­
ra permitido esta violación, con destino al ICBF.
Aparentemente aquí no había discriminación contra la mujer; 
exigía el Código al viudo hacer el inventario porque estos bienes 
de sus hijos si debían estar precautelados para que no fueran a 
parar a manos de la nueva esposa, pero en cambio para los bienes 
de los hijos de la viuda, se consideraba que no era necesario tomar 
ninguna precaución y podían pasar a manos del nuevo esposo.
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Gastos que ocasiona el menor ausente de la Casa
El artículo 261 C.C.C.C obligaba solamente al padre a pagar las 
suministraciones dadas por otro al hijo menor ausente de la casa.
El artículo 20 del Decreto 2820 obliga a los padres a responsa­
bilizarse solidariamente de esta obligación, con el fin de prevenir el 
abandono de los deberes para con los hijos.
Responsabilidad por daños que causen los hijos
El inciso 2a del artículo 2347, establecía que el padre, y a falta 
de éste la madre debían responder por los daños causados por los 
hijos menores a personas o cosas ajenas.
El artículo 65 establece que son los dos padres quienes respon­
den, solidariamente de los daños causados por sus hijos.
Castigo y corrección de los hijos
Según el artículo 262 C.C.C. el padre tenía la facultad de corre­
gir y castigar moderadamente a sus hijos, y cuando esto no alcan­
zaba podía imponerles la pena de detención, hasta por un mes, en 
un establecimiento correccional.
Bastaba al efecto la demanda del padre y el juez en virtud de 
ella, expedía la orden de arresto.
El artículo 21 faculta a los dos padres para vigilar la conducta, 
de sus hijos, corregirlos y sancionarlos moderadamente.
Cuidado del hijo demente
El C. C. C. en su artículo 546, atribuía al padre de familia la 
facultad de seguir cuidando de la persona y bienes del hijo demente 
hasta la mayoría de edad y llegada esta, para provocar el Juicio de 
Interdicción.
El artículo 53 del Decreto 2820 prevé que los dos padres tienen 
el cuidado del hijo demente y los faculta a los dos para promover 
el juicio de interdicción, después de cumplir los 2 0  años, para que 
el juicio se inicie con la anterioridad necesaria, a fin de que el inca­
paz no quede sin su representante legal en ningún tiempo.
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El principio consagrado en esta disposición del Código era de 
notoria injusticia ya que traía el presupuesto de que quien cuidaba 
de la persona del hijo demente era solamente el padre, cuando todos 
sabemos que en caso de que haya un hijo enfermo quien se dedica 
por completo a cuidarlo, es la madre.
Habilitación de edad
Seg.ún el artículo 339 C.C.C., la habilitación de edad era un 
privilegio concedido a un menor para que pudiera ejecutar todos los 
actos y contraer todas las obligaciones de que son capaces los ma­
yores de veintiún años.
Según los artículos 340 y 341 C.C.C. este privilegio se concedía 
únicamente a los varones casados que hubieran cumplido diez y 
ocho años.
La Ley 75 de 1968 en su artículo 22 estableció la habilitación 
de edad para las mujeres menores de edad, por el hecho del matri­
monio.
Según el artículo 341 C.C.C., no podían obtener habilitación de 
edad por el magistrado, las mujeres casadas que vivían bajo potes­
tad marital.
El artículo 46 del Decreto 2820 estableció este derecho median­
te sentencia judicial para todas las personas que hubieran cumplido 
diez y ocho años de edad.
El artículo 47 reformó está disposición así: “No pueden obtener 
habilitación judicial de edad los menores de diez y ocho, aunque 
hayan sido emanciapados; en este caso se les dará guardador” .
A su vez, este artículo fue sustituido por el artículo 11 del 
Decreto 772 de 1975 y quedó así: “No pueden obtener habilitación 
judicial de edad los menores de 18 años, aunque hayan sido eman­
cipados” .
Lo dispuesto anteriormente fue modificado por la Ley 27 de 
1977.
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La emancipación
Según el artículo 312 C.C.C. la emancipación es un hecho que 
pone fin a la patria potestad.
Puede ser voluntaria, legal o judicial.
Según el artículo 313 C.C.C., la emancipación voluntaria se efec­
tuaba por instrumento público, en que el padre declaraba emancipar 
al hijo y el hijo consentía en ello.
El artículo 43 del Decreto 2820 reformó está disposición y fa­
cultó a ambos padres para hacer esta declaración.
Además este artículo fue adicionado con el artículo 8 " del De­
creto 772 de 1975. así: “Toda emancipación, una vez efectuada, es 
irrevocable, aún por causa de ingratitud” .
El ordinal 1 " del artículo 314 C.C.C. establecía que, la emanci­
pación legal se efectuaba: por la muerte natural del padre.
El artículo 44 amplió esta facultad a los dos padres.
El artículo 315 C.C.C., establecía que, la emancipación judicial 
se efectuaba por decreto del juez, cuando el padre maltrataba habi­
tualmente al hijo, en términos de poner en peligro su vida o de cau­
sarle grave daño, lo abandonaba o cuando la depravación del padre 
lo hacía incapaz de ejercer la patria potestad y cuando en una sen­
tencia, pasada en autoridad de cosa juzgada, se había declarado al 
padre culpable de un hecho al que se aplicaba la pena de cuatro 
años de reclusión, u otro de igual o mayor gravedad.
El artículo 45 dispuso que la emancipación judicial se efectúa, 
por decreto del juez, cuando los padres que ejerzan la patria potes­
tad incurran en alguna de las siguientes causales: maltrato habitual 
y abandono al hijo y depravación de los padres. Además, este artícu­
lo fue adicionado con el artículo 10 del Decreto 772 de 1975 así: 
“Por haber sido condenado a pena privativa de la libertad superior 
a un año o más” .
Vale la pena hacer la síntesis de las disposiciones derogadas y 
las reformas efectuadas respecto a la emancipación, con la adver­
tencia de que el legislador de 1974, en ningún momento tuvo la inten­
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ción de acabar con esta institución, sino que por el contrario se 
interesó por volverla más operante y equitativa, en cuanto a la par­
ticipación de los dos padres en la defensa de los intereses de los hijos.
El artículo 312 del Código Civil se derogó ya que se trataba de 
una simple definición, lo cual no tiene importancia en la legislación 
moderna; el artículo 313 del C.C.C., fu sustituido por el artículo 
43 del Decreto 2820 para establecer la igualdad jurídica de los padres.
Debe aclararse que todo lo relacionado con la mayoría de edad 
quedó completamente reformado por la Ley 27 de 1977 (octubre 
26), cuyo texto se transcribe a continuación:
“Por la cual se fija la mayoría de edad a los 18 años” .
Artículo l 9 Para todos los efectos legales, llámase mayor de 
edad, o simplemente mayor a quien ha cumplido diez y ocho (18) 
años.
Artículo 2t! En todos los casos en que la ley señale los 21 años 
como aptitud legal para ejecutar determinados actos jurídicos, o 
como condición para obtener la capacidad de ejercicio de los dere­
chos civiles, se entenderá que se refiere a los mayores de 18 años.
Artículo 3“ Esta Ley regirá desde su promulgación.
(Fue promulgada el 3 de noviembre de 1977).
Según el artículo 9'' del Decreto 772 de 1974 la emancipación 
legal se efectúa:
1". Por la muerte real o presunta de los padres.
2o. Por el matrimonio del hijo.
39. Por haber cumplido el hijo la mayoría de edad (18 años 
ley 27 de 1977), y,
4’ . Por el decreto que da la posesión de los bienes del padre 
desaparecido.
Deberes de los hijos para con sus padres
El artículo 250 del C.C.C. establecía: “Los hijos legítimos deben 
respeto y obediencia a su padre y a su madre pero estarán especial­
mente sometidos a su padre” .
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Esta disposición quedó sustituida por el artículo 18 del Decreto 
2820 que estableció igualdad de obligaciones para con ambos padres, 
ya se trate de hijos legítimos o naturales.
Esta disposición del Código consagraba una tremenda desigual­
dad con relación a la madre y con los padres naturales, para quie­
nes se consideraba que los hijos no tenían obligaciones.
La consecuencia lógica de un sistema en el que se humilla a 
unas personas para doblegar a otras, tenía que producir un tipo 
desequilibrado de familia, regido por la ley del más fuerte sobre el 
más débil.
En buenahora se ha reformado todo ese andamiaje jurídico. 
Con un adecuado respaldo social, esperamos y estamos seguros, 
podremos lograr la reestructuración de la familia colombiana, sobre 
sólidas bases de justicia, equidad e igualdad.
Este cambio que hoy se ha operado en nuestra legislación, se 
encuentra ya bastante afirmado en otros países, en donde existen 
normas que otorgan la dirección material y moral de la familia 
conjuntamente a los dos esposos.
En Francia, la Ley 70-459 de 1970, en sus artículos 213 y 371-2, 
dispone que los dos esposos deben velar por la educación de los 
hijos y preparar su porvenir. En Suiza, el artículo 274 del Código 
de 1907 establece que el padre y la madre ejercen conjuntamente 
la patria potestad durante el matrimonio. Lo mismo acaece en los 
países escandinavos.
En los Estados Unidos de América, varían las leyes según el 
Estado, pero en general el padre y la madre tienen, respecto a los 
hijos, los mismos derechos derivados de la tutela.
En Rusia existe completa igualdad, lo nrsmo que en Yugoesla- 
via, Polonia, y China. Más cerca de nosotros, en los países hispa­
noamericanos, Méjico, Uruguay, Perú, Venezuela y Cuba, en 1971 
tenían ya consagrado el principio de la patria potestad conjunta en 
sus legislaciones.
Vale decir que con motivo de la celebración del Año Internacio­
nal de la Mujer, muchos países reformaron su legislación, en este 
sentido.
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LA MUJER EN EL DERECHO PENAL
Poligamia
En Colombia, según la ley penal, la poligamia no es un delito, 
en la práctica es muy común que un hombre conviva con varias 
mujeres y una mujer con varios hombres.
De esta situación de hecho se derivan varios problemas que 
inciden directamente en la situación de la mujer y el niño, tales 
como la manutención que tiene que afrontar la mujer de los dife­
rentes hijos procreados por los diferentes hombres.
También se siente el grave problema del desempleo y  las difi­
cultades económicas a que se ve afrontada la mujer debido a esta 
causa, la cual induce a la mujer a la prostitución y a la niñez a la 
mendicidad, la vagancia y a la completa destrucción de la familia.
Este serio problema trató de solucionarse con la expedición de 
la ley 75 de 1968 que erigió en delito el incumplimiento de las obli­
gaciones familiares.
Delitos contra la asistencia familiar. Ley 75 de 1968, artículo
40. Quien se sustraiga sin justa causa a las obligaciones legales de 
asistencia moral o alimentaria debida a sus ascendientes, descen­
dientes, hermanos o hijos adoptivos, o al cónyuge, aún al divorciado 
sin su culpa o que no haya incurrido en adulterio, estará sujeto a 
la pena de seis meses a dos años de arresto y multa de mil pesos 
($ 1.000.00) a cincuenta mil pesos ($ 50.000.00).
La acción penal solo recaerá sobre el pariente inmediatamente 
obligado, cuando se trate de ascendencia o descendencia legítima.
Hay falta de asistencia moral, cuando se incumplen voluntaria­
mente las obligaciones de auxilio mutuo, educación y  cuidado de 
la prole y especialmente en los casos previstos por los artículos 42 
y 43 de la Ley 83 de 1964, si el estado de abandono o peligro pro­
viene de actos u omisiones de la persona obligada.
Cuando el sujeto pasivo dice ser hijo nautral debe demostrar 
previamente esa calidad.
59 —
Según el artículo 358 del Código Penal Colombiano, el que estan­
do ligado por un matrimonio válido contraiga otro, y el que siendo 
libre contraiga matrimonio con una persona válidamente casada a 
sabiendas de la existencia de tal vínculo, está sujeto a la pena de 
seis meses a dos años de prisión.
El carácter de bigamia, en lo tocante al momento consumativo, 
es muy discutido por los autores, pues unos piensan que es delito 
“permanente” , otros que es “instantáneo” con efectos permanentes, 
tal como lo sostienen los alemanes, siendo la tesis más aplicable en 
Colombia, pues desde el punto de vista doctrinario, prevalece la 
opinión de que es instantáneo pues el sujeto activo no está en posi­
bilidad de suspender el estado jurídico.
El matrimonio se prueba con la respectiva partida o acta. Si 
se trata de uno celebrado con anterioridad a la vigencia de la Ley 
92 de 1938, es necesaria la partida de origen eclesiástico, los matri­
monios celebrados con posterioridad a la vigencia de esta ley, se 
demuestran con el Acta de Estado Civil expedida por los notarios. 
Hoy día las partidas de origen eclesiástico tienen valor de prueba 
supletoria respecto a nacimientos, matrimonios, defunciones, reco­
nocimientos y  adopciones que se verifiquen con posterioridad a la 
mencionada ley 92 de 1938, en tales casos solo las Actas de origen 
civil tienen valor de prueba principal.
Al tenor del artículo 359 del Código Penal a la misma pena estará 
sujeto el que teniendo un impedimento dirimente para contraer 
matrimonio, lo contrae a sabiendas, y  el que, a sabiendas, se casa 
con la persona impedida.
Los impedimentos para el matrimonio son: prohibitivos, impe- 
dientes, unipendientes y dirimentes; estos no sólo impiden el matri­
monio sino que permiten pedir la nulidad del celebrado.
Tratándose de matrimonio católico los impedimentos dirimentes 
son: falta de edad requerida (16 años para el hombre y 14 para la 
mujer, impotencia, error, fuerza o miedo, rapto, orden sagrado, pro­
fesión religiosa solemne, vínculo anterior, disparidad de cultos, cri­
men, consanguinidad, afinidad, parentesco espiritual y  legal (Cá­
nones 1067 a 1093 del Código de Derecho Canónico).
Bigamia y Matrimonios Ilegales.
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Adulterio
No existe, tipificado, como delito, en nuestro Código Penal el 
adulterio, aunque se tiene todavía como atenuante de la pena.
El artículo 382 del Código Penal establece que cuando el homi­
cidio o las lesiones se cometan por cónyuge, padre o madre, herma­
no o hermana contra el cónyuge, la hija o la hermana de vida ho­
nesta, a quien sorprenden en ilegítimo acceso camal, o contra el 
coopartícipe, de tal acto, se impondrán las respectivas sanciones, 
disminuidas de la mitad a las tres cuartas partes. Lo dispuesto en 
el inciso anterior se aplicará al que en estado de ira o de intenso 
dolor determinados por tal ofensa, cometa el homicidio o cause las 
lesiones en las personas mencionadas, auncuando no sea en el mo­
mento de sorprenderlas en el acto camal.
Cuando las circunstancias especiales del hecho demuestren una 
menor peligrosidad en el responsable, podrá otorgarse a este el per­
dón judicial y aún eximírsele de responsabilidad.
Aborto
La mujer que en cualquier forma causare un aborto o permitie­
re que otra persona se lo cause, incurrirá en prisión de uno a cua­
tro años.
En la misma sanción concurrirá el que procure el aborto con el 
consentimiento de la mujer embarazada. El que causare el aborto 
de una mujer sin su consentimiento, incurrirá en prisión de uno a 
seis años.
Si el aborto por los medios empleados para causarlos, ocasio­
nare la muerte de la mujer se aplicará lo expuesto en el artículo 367 
el cual establece que quien eficazmente induzca a otro al suicidio, 
estará sujeto a la pena de tres meses a dos años de arresto. Cuando 
la gente haya procedido por motivos innobles o antisociales se dupli­
cará la pena.
Cuando el responsable de algunos de los delitos previstos en los 
artículos anteriores sea médico, cirujano, farmaceuta o partera, la 
pena se aumentará hasta en la tercera parte, y se impondrá además 
la suspensión del ejercicio de la respectiva profesión por dos meses 
a seis años.
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Cuando el aborto se haya causado para salvar el honor propio 
o el de la madre, la mujer, descendiente, hija adoptiva o hermana, 
la sanción puede disminuirse de la mitad a las dos terceras partes, 
o concederse el perdón judicial (artículos 386 a 389 C. P.).
Violencia carnal
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El que someta a otra persona al acceso carnal sin consentimien­
to de ésta y mediante violencia física o moral, estará sujeto a la 
pena de dos a ocho años de prisión.
A la misma sanción estará sujeto el que tenga acceso camal, 
con un menor de 14 años de edad, o con persona a la cual haya pues­
to por cualquier medio en estado de inconocimiento.
Los sindicados de violencia camal no pueden gozar del bene­
ficio de excarcelación.
La pena señalada en el artículo anterior se aumentará hasta en 
una cuarta parte en los casos siguientes: 1’  Si el delito se comete en 
la persona de una mujer virgen o de irreprochable honestidad. 
29 Si se comete con el concurso de otra u otras personas; 39 Si el 
responsable tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le de 
particular autoridad sobre la víctima, o la impulse a depositar en 
él su confianza.
Si los actos ejecutados sobre la víctima le ocasionare la muerte 
o grave daño en su salud, la pena será de tres a doce años (artículos 
316 a 318 C. P.).
Del estupro.
El que obtenga el acceso carnal con una mujer mayor de 14 
años, empleando al efecto, maniobras engañosas o supercherías de 
cualquier género o ceduciéndola mediante promesa formal de matri­
monio, estará sujeto a la pena de uno a seis años de prisión.
- A la misma pena estará sujeto el que tenga acceso camal con 
una persona que padezca de alienación mental o que se halle en es­
tado de inconciencia.
— 62 —
La pena señalada en el artículo anterior se aumentará en una 
cuarta parte en los casos de contaminación venérea o cuando se co­
mete en la persona de una mujer virgen o de irreprochable hones­
tidad, o con el concurso de otras personas, o si el responsable tu­
viere cualquier carácter posición o cargo que le de paritcular auto­
ridad sobre la víctima o la impulse a depositar en él su confianza.
Las penas señaladas en los capítulos anteriores serán disminuí- 
ds hasta en la mitad si la víctima de los delitos allí previstos, fuere 
una meretriz o mujer pública. De este caso no se podrá proceder 
sino a virtud de petición o querella de parte.
El responsable de los delitos de que tratan los dos capítulos an­
teriores quedará exento de pena si contrajere matrimonio con la 
mujer ofendida (artículos 319 a 322 C. P.).
De los abusos deshonestos
El que ejecute sobre el cuerpo de una persona mayor de 16 
años un acto erótico sexual, diverso del acceso camal, empleando 
cualquiera de los medios previstos en los artículos 317 y 320, es de­
cir, si el delito se convierte en la persona de una mujer virgen o de 
irreprochable honestidad, si se comete con el concurso de otra u 
otras personas, si el responsable tuviere cualquier carácter, posi­
ción o cargo que le de particular autoridad sobre la víctima o la 
impulse a depositar en él su confianza, o en el caso de contamina­
ción venérea, estará sujeto a la pena de seis meses a dos años de 
prisión.
En la misma sanción incurrirán los que consumen el acceso 
carnal homosexual cualquiera que sea su edad.
La pena señalada en el artículo anterior se aumentará en una 
cuarta parte en los casos, previstos en el artículo 317 y en el de 
contaminación venérea (artículo 323 a 324 C. P.).
Contaminación venérea.
Es agravante del delito de abusos deshonestos, según el artículo 
325 C. P., es agravante del delito de corrupción de menores, según 
el artículo 325 C. P. es agravante del delito de estupro, según el 
artículo 320 C. P. y delito por sí mismo de acuerdo con el artículo
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381 del C. P., que a la letra dice: “La persona que hallándose ata­
cada de una enfermedad venérea, tuviere acceso camal con otra 
incurrirá en arresto de un mes a un año. En este caso solo podrá 
procederse a petición de la parte afectada”.
Infanticidio
La madre, que para ocultar su deshonra en el momento del par­
to o dentro de los ocho días subsiguientes, causare la muerte de su 
hijo no inscrito todavía en los registros del estado civil, incurrirá 
en prisión de dos a seis años.
En igual sanción incurrirá el que cometa el hecho previsto en el 
inciso anterior para ocultar la deshonra de su madre, descendiente, 
hija adoptiva o hermana (artículo 369 del C. P.).
I)el rapto.
El que mediante violencia física o moral o de maniobras enga­
ñosas o de cualquier género, arrebate substraiga o retenga una 
mujer con el propósito de satisfacer algún deseo erótico sexual o 
de casarse con ella, estará sujeto a las siguientes penas:
l 9. De seis meses a dos años de prisión, si la mujer fuere ma­
yor de edad.
29. De seis meses a tres años de prisión, si fuere mayor de 
18 y menor de 21 años.
3*. De uno a cuatro años de prisión si fuere mayor de 14 y me­
nor de 18 o si estuviere ligada por matrimonio válido.
4’ . Si la mujer fuere menor de 16 años y hubiere prestado su 
consentimiento para la substracción o retención las penas 
se reducirán hasta en la mitad de acuerdo con las propor­
ciones señaladas en el artículo anterior.
El que con el propósito de satisfacer algún deseo erótico sexual, 
arrebate substraiga o retenga a una menor de 14 años, aún con su 
consentimiento estará sujeto a la pena de uno a cuatro años de 
prisión.
Las penas señaladas en los artículos anteriores se aumentarán 
hasta en una cuarta parte, si el responsable tuviere cualquier ca­
rácter, posición o cargo que le de la particular autoridad sobre 
la víctima o la impulse a depositar en él su confianza.
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En el caso de que la mujer raptada sea meretriz o mujer pú­
blica las penas se reducirán hasta en la mitad y no se impondrá 
sanción alguna al responsable, si la mujer fuere mayor de 16 años 
y hubiere prestado su consentimiento para la substracción o re­
tención
Tampoco se impondrá sanción alguna al responsable de cual­
quiera de los delitos previstos en este acpítulo si contrajere matri­
monio con la mujer ofendida. En el caso de que el responsable de 
cualquiera de los delitos previstos en este capítulo restituyere volun­
tariamente a la persona raptada a su hogar o la depositare en lugar 
honesto, sin haber ejecutado acto alguno erótico, sexual, las penas se 
reducirán hasta la mitad, según los diversos casos. Contra el res­
ponsable de cualquiera de los delitos previstos en este capítulo, no 
se procederá sino a solicitud de la persona ofendida, de quien la 
represente legalmente, o de quien compruebe un interés legítimo en 
su protección y defensa. La solicitud debe presentarse ante las auto­
ridades dentro de los seis meses siguientes a la comisión del delito 
(artículo 349 y 356 del C. P.).
Del incesto.
El que tenga acceso carnal o ejecute actos eróticos sexuales 
con su descendiente o ascendiente, aún ilegítimo o con un afín en 
línea recta o con un hermano o hermana, estará sujeto a la pena de 
prisión por seis meses a cuatro años (artículo 357 del C. P.).
Del proxenetismo
El que con ánimo de lucrarse y para satisfacer los deseos de 
otro, induzca al comercio carnal o a la prostitución a una persona 
honesta, estará sujeto a las siguientes penas:
De seis meses a dos años de prisión, si la persona cuya pros­
titución se patrocina es mayor de 18 años.
De ocho meses a tres años de prisión si se trata de persona 
mayor de 14 años y menor de 18.
De diez meses a cuatro años de prisión si se trata de persona 
menor de 14 años.
En todos los casos de este artículo, se impondrá además multa 
de $ 50.00 a $ 1.000.00.
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Las penas señaladas en el artículo anterior se aumentarán 
hasta en la mitad en los casos siguientes:
Io. Si los actos allí previstos se ejecutaren de manera habitual.
2'\ Si el responsable tuviera cualquier carácter, posición o car­
go que le de particular autoridad sobre la víctima o haya 
impulsado a depositar en él su confianza.
3o. Si el responsable empleare para obtener su propósito la vio­
lencia física o moral, maniobras engañosas o supercherías 
de cualquier género.
El que con ánimo de lucrarse y mediante violencia física o mo­
ral de maniobras engañosas o supercherías de cualquier género, lo­
gre que una mujer pública entre a una casa de lenocinio para la 
explotación de su cuerpo, o la obligue a permanecer en ella, o a 
ejercitar prácticas sexuales anormales estará sujeto a la pena de 
un mes a un año de arresto.
La pena señalada en el inciso anterior se aumentará hasta en la 
mitad de los casos siguientes:
1’ . Si la mujer fuese llevada al extranjero para la explotación 
de su cuerpo.
2". Si el responsable fuere ascendiente, descendiente, afín en lí­
nea recta o hermano de la víctima.
En los casos previstos en este artículo se impondrá además
multa de $ 50.00 a $ 1.000.00.
El padre, el marido, el hermano o el hijo mayores de edad que
con fines lucrativos patrocinen o toleren la prostitución de la hija, 
esposa, hermana o madre, estarán sujetos a la pena de uno a 
cuatro años de prisión.
Si el responsable de los hechos previstos en este capítulo fuere 
un extranjero se le impondrá además la expulsión del territorio 
nacional.
La Ley 12 de 1933 aprobó la convención internacional sobre la 
represión del tráfico de mujeres y niños aprobada en Ginebra el 30 
de septiembre de 1921.
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Esta convención adiciona el convenio del 18 de mayo de 1904 y 
la convención del 4 de mayo de 1910, denominada “Trata de Blan­
cas” (artículos 327 a 332 C. P.).
Corrupción de menores
El que corrompa a un menor de 16 años, ejecutando actos eró­
ticos sexuales, diversos del acceso carnal, en su presencia o con su 
concurso o iniciándolo por cualquier medio en prácticas sexuales 
anormales, estará sujeto a la pena de seis meses a 4 años de prisióñ.
A la misma sanción estará sujeto el que inicie un menor de 14 
años en cualquier acto erótico sexual o se lo enseñe. La pena señala­
da aquí se aumentará hasta en una cuarta parte si el responsable 
tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le dé particular 
autoridad sobre la víctima o la impulse a depositar en él su confian­
za y en el de contaminación venérea.
El que corrompa a una mujer mayor de 14 años y menor de 16, 
mediante el acceso camal con su consentimiento, estará sujeto a la 
pena de uno a seis años de prisión.
Esta pena se aumentará hasta en una cuarta parte en cualquie­
ra de los casos previstos en los numerales del artículo 317, o sea, 
si el delito se comete en la persona de una mujer virgen o de irre­
prochable honestidad, si se comete con el concurso de otra u otras 
personas o si el responsable tuviere cualquier carácter, posición o 
cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima, o la impulse 
a depositar en él su confianza (artículos 325 a 326 del C. P.).
De la supresión, alteración o suposición del estado civil.
Según las normas penales vigentes (artículos 360 y 361 del C. 
P.) el que ocultando o cambiando un niño suprime o altere su esta­
do civil o haga inscribir en los libros parroquiales o notariales un 
niño que no existe, estará sujeto a la pena de uno a cinco años de 
prisión.
La pena anterior se reducirá hasta en la mitad en los casos si­
guientes:
1. Si la alteración del estado civil tuviere por objeto favorecer 
a una persona, sin pretender que ocupe el lugar de otra cu­
yos derechos se usurpen.
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2. Si el responsable de cualquiera de los delitos previstos en el 
articulado anterior lo cometiere con el propósito exclusivo de 
salvar su honor o el de su mujer, su madre, su descendiente, 
su hija adoptiva o su hermana, o para salvar al niño de un 
grave e inminente peligro.
De estas infracciones conocerán los jueces del circuito y no ad­
miten excarcelación.
Del abandono y exposición de niños.
El que abandonare o expusiere un niño recién nacido no inscrito 
todavía en los registros del estado civil, estará sujeto a prisión de 
uno a tres años.
Si tal cosa se hiciere para salvar el honor propio o el de su ma­
dre, mujer, descendiente, hija adoptiva o hermana, la sanción se 
reducirá a la mitad.
Si del abandono o exposición resultare la muerte del niño la san­
ción será de uno a seis años de prisión (atrículos 395-396 C. P.).
LOS DERECHOS POLITICOS DE LA MUJER
Legalmente, la mujer en Colombia tiene los mismos derechos 
políticos que el varón. Sin embargo, hace relativamente muy poco 
tiempo los viene ejerciendo y en forma muy restringida, influida na­
turalmente por el tradicional sistema que ha dominado siempre en 
nuestra sociedad.
La primera disposición que estatuyó el sufragio “sin distinción 
del sexo” fue el artículo 39 de la Constitución de la Provincia de 
Vélez, de 1853, que dice así: “Todo habitante, sin distinción de sexo, 
tendrá, entre otros derechos, el del sufragio” .
Esta norma constitucional estuvo vigente hasta el año de 1860 
y, a pesar de que durante su vigencia se efectuaron las elecciones 
de la Provincia, ninguna mujer concurrió a ejercer su derecho.
En la Constitución de 1886 sólo se reconoció la ciudadanía a los 
varones mayores de veintiún años, y no se dijo nada del derecho 
al sufragio femenino. En el año de 1933, se presentó al Congreso Na­
cional un proyecto de enmienda por el cual se proponía el derecho 
del sufragio para la mujer, pero no fue aprobado.
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En el año de 1936 se propuso en el proyecto de reforma consti­
tucional que la mujer tuviera el derecho de desempeñar cargos pú­
blicos y este derecho quedó consignado en el artículo 89 del Acto 
Legislativo número 1 de 1936, que reza así:
“La calidad de ciudadano en ejercicio es condición plena indis­
pensable para elegir y ser elegido y para desempeñar empleos pú­
blicos que llevan anexa autoridad o jurisdicción. Pero la mujer co­
lombiana mayor de edad puede desempeñar empleos, aunque ellos 
lleven anexa autoridad o jurisdicción, en las mismas condiciones que 
para desempeñarlas exija la ley a los ciudadanos” .
El artículo 29 del Acto Legislativo número 1 de 1945, reconoció 
la ciudadanía de la mujer, al establecerse lo siguiente:
“El artículo 13 de la Constitución quedará así: Son ciudadanas 
las colombianas mayores de veintiún años” . Pero, por motivo real­
mente inexplicables, en la enmienda de este Acto Legislativo, en el 
artículo 14, el sufragio quedó reservado exclusivamente a los varo­
nes, al establecer que la calidad de ciudadano en ejercicio es condi­
ción previa e indispensable para elegir y ser elegido y para desem­
peñar empleos públicos que lleven anexo autoridad o jurisdicción. 
Sin embargo, la función del sufragio y la capacidad de ser elegido 
popularmente, se reserva a los varones.
Diversos proyectos de ley, sobre el voto femenino, fueron pre­
sentados al Congreso por Germán Zea Hernández, Augusto Ramí­
rez Moreno, Gilberto Viera y Roberto Urdaneta Arbeláez, pero nin­
guno llegó a ser aprobado.
En la Asamblea Nacional Constituyente, reunida durante el go­
bierno del General Gustavo Rojas Pinilla, se aprobó el artículo 3’  
del Acto Legislativo número 3 de 1954, que dice así: “Queda modi­
ficado el artículo 171 de la Constitución Nacional en cuanto restrin­
ge el sufragio a los ciudadanos varones” .
Pero sólo mediante el artículo l 9 de la Reforma Constitucional 
Plebiscitaria de 1957, la mujer obtiene su ciudadanía y se incorpora 
en el régimen político colombiano, al establecerse que: “Las mujeres 
tendrán los mismos derechos políticos que los varones” .
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Mediante importantes reformas introducidas a la Constitución 
y a la ley, quedó establecido en Colombia, que a partir de la vigen­
cia de la Ley 27 de 1977, todas las personas mayores de 18 años 
tienen plena capacidad.
Es importante examinar con detención el papel que ha desem­
peñado la mujer en el proceso político del país.
Sin duda alguna, el sistema político colombiano no está carac­
terizado por una gran influencia femenina, ni las corporaciones 
cuentan con la gran representación que se deseara y, por consiguien­
te ni las leyes ni los sistemas responden a sus necesidades. Sin em­
bargo, hay una gran tendencia al liderazgo femenino, basado en las 
capacidades y aptitudes de la mujer.
La presencia de numerosas mujeres en la política colombiana 
en las últimas elecciones ha demostrado un cambio en sus actitudes 
tradicionales. Su participación y colaboración, frente a la indiferen­
cia tradicional, fue altísima. Más de un 70% del voluntariado está 
compuesto por mujeres y su actuación se basó esencialmente en la 
difusión de los programas de los candidatos y el análisis de los 
problemas que afecta al país.
Los seminarios de agitación política que se realizaron en todo el 
país, en el período preelectoral, señalan una nueva etapa en la po­
lítica colombiana. El grado de información y el interés por los fe­
nómenos políticos presentó un alto porcentaje, a lo cual contribuye 
el elevado número de mujeres que han sido llamadas a ocupar ele­
vadas posiciones dentro del gobierno del presidente Alfonso López 
Michelsen, en cuyo gabinete ministerial, la mujer tiene sitio impor­
tante, ya que se le ha confiado la dirección de la política social y 
laboral del Estado.
Vale la pena destacar algunos hechos relacionados con la pre­
sencia de la mujer en la política actual:
1". Hay una gran tendencia al liderazgo femenino basado en las 
capacidades y aptitudes de la mujer.
2°. En las últimas elecciones se registró un alto porcentaje en 
la participación femenina, lo que indica un cambio en sus 
actitudes tradicionales de apatía o desinterés por los proble­
mas nacionales.
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3o. La mujer tiende hacia una organización de base que bene­
ficie a toda la ciudadanía. Prueba de ello es su gran partici­
pación en los seminarios del voluntariado en el que aproxi­
madamente, el 70% está representado por elemento femeni­
no, y con los cuales se ha despertado la mística por los par­
tidos y el interés en las gentes por la política, entendida ésta 
como una función social en la que todos estamos compro­
metidos.
LA MUJER EN EL DERECHO DE TRABAJO
Importantes medidas tendientes a dar protección a la mujer y 
al menor, especialmente de carácter asistencial, de atención inte­
gral a los niños y de recreación, ha incluido el Estado colombiano en 
su legislación. No obstante lo anterior, puedo declarar que muchas 
de las disposiciones consagradas en el Código Sustantivo del Traba­
jo y la legislación que rige en Colombia desde el 1? de enero de 
1951, aplicables a la mujer y al menor, requieren una revisión a 
efecto de incluir en ellas los nuevos conceptos de igualdad y solí- 
raridad de la pareja que conllevan el desarrollo del país.
Disposiciones aplicables a la mujer en la legislación laboral
Artículo 9o El trabajo goza de la protección del Estado, en la 
forma prevista en la Constitución Nacional y en las Leyes. Los fun­
cionarios públicos están obligados a prestar a los trabajadores una 
debida y oportuna protección para la garantía y eficacia de sus de­
rechos, de acuerdo con sus atribuciones.
Artículo 10. Todos los trabajadores son iguales ante la ley, tie­
nen las mismas protección y garantías, y en consecuencia, queda 
abolida toda distinción jurídica entre los trabajadores por razón del 
carácter intelectual o material de la labor, su forma o retribución, 
salvo las excepciones establecidas por la Ley.
Artículo 11. Toda persona tiene derecho al trabajo y  goza de 
libertad para escoger profesión u oficio, dentro de las normas pres­
critas por la Constitución y la ley.
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Subsidio Familiar: Decreto 118 de 1957.
Artículo 9o. Para las finalidades contempladas en los artículo 79 
y 89 del presente decreto, los patronos obligados destinarán un cin­
co por ciento (5%) de su nómina mensual de salarios, que se dis­
tribuirá así: un cuatro por ciento (4%) para el subsidio familiar, y 
un uno por ciento (1%) para el Servicio Nacional de Aprendizaje.
Artículo 10. Sustituido. Decreto 240 de 1957, artículo 2'1. Tendrán 
derecho al subsidio familiar los trabajadores permanentes de uno 
y otro sexo, cualquiera que fuere su jornada de trabajo, que tengan 
a su cargo hijos legítimos o naturales reconocidos por uno cualquie­
ra de los medios señalados en el artículo 29 de la ley 45 de 1936, 
que dependan económicamente de ellos, y sean menores de diez y 
ocho (18) años, o estén incapacitados para trabajar por invalidez.
LEY 73 (DE 1966. “Por la cual se introducen algunas modificaciones 
a la legislación laboral, en desarrollo de convenios internacionales”.
Artículo 9?. Trabajos prohibidos:
l 9. Las mujeres, sin distinción de edad, no pueden ser emplea­
das durante la noche en ninguna empresa industrial, salvo 
que se trate de una empresa en que estén empleados única­
mente los miembros de una misma familia.
29. Queda prohibido emplear a los menores de diez y ocho (18) 
años y a las mujeres en trabajos de pintura industrial que 
entrañen el empleo de la cerusa, del sulfato de plomo o de 
cualquier otro producto que contenga dichos pigmentos.
39 Las mujeres, sin distinción de edad, y los menores de diez y 
ocho (18) años, no pueden ser empleados en trabajos subte­
rráneos de las minas ni, en general, trabajar en labores pe­
ligrosas, insalubres o que requieran grandes esfuerzos.
EL TRABAJO A D O M IC IL IO  - "O FIC INA DE LA M UJER”
El trabajo de la mujer cubre grandes sectores en Colombia, en 
América Latina y aun en muchos de los países desarrollados de 
otras regiones del mundo.
En Colombia el trabajo a domicilio, en gran parte desarrollado 
por mujeres, fue reglamentado mediante los Decretos 2417 Bis de 
1952 y 0210 de 1953, los cuales fueron incorporados en el Código 
Sustantivo del Trabajo en su Título III, Capítulo I, artículos 89 a 93.
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Me correspondió a mi, en asocio con otras abogadas elaborar 
los proyectos de estos Decretos en virtud de los cuales, además de 
reglamentarse el trabajo de la mujer y del menor, fue creada la 
“Sección de Trabajo a Domicilio, de Mujeres y Menores”, dependien­
te del Departamento Nacional del Trabajo, la cual tenía a su cargo 
el estudio y solución de los problemas de carácter socio-laboral, en 
lo referente a las condiciones de esta clase de trabajadores.
Inexplicablemente esta dependencia fue suprimida al reestruc­
turarse el Ministerio del Trabajo en el año de 1976, eliminándose de 
esta manera la única entidad del gobierno que atendía específica­
mente problemas de la mujer.
Debo destacar la colaboración efectiva que, ante la solicitud por 
mí formulada, dió al Comité Colombiano de Colaboración a la C.
I. M., el doctor Jorge Videla Mallarino, Director de la Oficina de la 
OEA en Colombia, en virutd de la cual el Comité tiene una oficina 
en la sede de la OEA en Bogotá.
Por otra parte, desde el momento en que asumí el cargo de De­
legada Titular de Colombia, en agosto de 1976, ante la Comisión 
Interamericana de Mujeres, organismo especializado de la Organi­
zación de los Estados Americanos, empecé a gestionar ante el Go­
bierno para que se restituyera esta Institución, que, con anterioridad 
había sido creada como una respuesta a necesidades nacionales y en 
cumplimiento de acuerdos internacionales, OIT, OEA, CIM. (Pro­
grama de la Comisión Interamericana de Mujeres sobre creación y 
fortalecimiento de las Oficinas de la Mujer, Plan de Acción Regio­
nal de la CIM para el Decenio de la Mujer en América).
De acuerdo con las políticas del Gobierno, hoy se está cumplien­
do la Tercera Fase para la planeación de la “Oficina de la Mujer” 
en la cual se cumplirán las siguientes tres etapas:
1. Encuesta, tanto a nivel de Gobierno como a nivel privado pa­
ra conocer la opinión sobre la “Oficina de la Mujer” ;
2. Seminario taller para planear y programar la estructura de 
esta Oficina; y
3. Curso de adiestramiento a los funcionarios que van a ma­
nejarla.
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Cumplido lo anterior, será expedida la correspondiente norma 
mediante la cual se creará en Colombia el organismo especializado 
que atienda lo referente a la investigación y problems que afronta 
la mujer frente al desarrollo del país.
SERVICIO  DOMESTICO
Período de prueba. Estipulación.
Artículo 77— 1. El período de prueba debe ser estipulado por 
escrito, y en caso contrario los servicios se entienden regulados por 
las normas generales del contrato de trabajo.
2. En el contrato de trabajo de los servidores domésticos se 
presumen como período de prueba los primeros quince (15) días de 
servicio.
JO RNADA M AXIM A
Excepciones en determinadas actividades.
Artículo 162— 1. Quedan excluidos de la regulación sobre la jor­
nada máxima legal de trabajo los siguientes trabajadores:
b) Los del servicio doméstico, ya que se trata de labores en los 
centros urbanos o en el campo.
TRABAJO D O M IN IC A L Y FESTIVO
Trabajo habitual.
Artículo 181. Los trabajadores que habitualmente tengan que 
trabajar el domingo, deben gozar de un descanso compensatorio re­
munerado.
AUXILIO  DE CESANTIA
Cesantía restringida.
Artículo 252— 1. Los trabajadores del servicio doméstico, los de 
empresas industriales de capital inferior a veinte mil pesos ($ 20.000) 
y los de empresas agrícolas, ganaderas o forestales, de capital in­
ferior a sesenta mil pesos ($ 60.000), tienen derecho a un auxilio
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de cesantía equivalente a quince (15) días de salario por cada año 
de servicios y proporcionalmente por fracciones de año; pero en lo 
demás quedan sujetos a las normas sobre este auxilio.
2. Para la liquidación del auxilio de cesantía de los trabajado­
res del servicio doméstico sólo se computará el salario que reciban 
en dinero.
3. El tiempo servido antes del primero ( l 9) de enero de 1951, 
por todos aquellos trabajadores que tuvieren restringido el derecho 
de cesantía, en virtud de la legislación vigente hasta esa fecha, se 
liquidará de acuerdo con dicha legislación.
ACCIDENTE DE TRABAJO Y ENFERMEDADES  
PROFESIONALES
Exoneración de pago.
Artículo 223— 1. Las normas de este Capítulo no se aplican:
d) Al servicio doméstico.
AUXILIO  M ONETARIO POR ENFERMEDAD  
NO PROFESIONAL
Excepciones.
Artículo 229. Las normas de este Capítulo no se aplican:
d) A los criados domésticos, los cuales tienen derecho a la 
asistencia médica y farmacéutica corriente en caso de cualquier 
enfermedad y al pago íntegro de su salario en caso de incapacidad 
para desempeñar sus labores a consecuencia de enfermedad, todo 
hasta por un (1) mes.
MODALIDADES DEL CONTRATO
Cláusula de reserva.
Artículo 48. En los contratos de duración indeterminada o sin 
fijación de término las partes pueden reservarse la facultad de dar­
los por terminados en cualquier tiempo, mediante preaviso o desa­
hucio notificado por escrito a la otra parte con anterioridad no in­
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ferior a uno de los períodos que regulan los pagos del salario, previa 
cancelación de todas las deudas, prestaciones e indemnizaciones a 
que haya lugar. El patrono puede prescindir del preaviso pagando 
igual período. La reserva de que se trata sólo es válida cuando se 
consigné por escrito en el contrato o reglamento de trabajo, y se 
presume en el servicio doméstico.
TRABAJO A DOMICILIO
Contrato de trabajo.
Artículo 89, C. S. del T.—Hay contrato de trabajo con la perso­
na que presta habitualmente servicios remunerados en su propio 
domicilio, sola o con la ayuda de meimbros de su familia por cuenta 
de un patrono.
Decreto reglamentario número 210 de 1953 (febrero 3)
Artículo 6° Se entiende que existe contrato de trabajo, al tenor 
de lo dispuesto en el artículo 89 del Código Sustantivo y para los 
efectos del presente Decreto, cuando aparezca plenamente estable­
cido que el trabajador o trabajadores a domicilio reciben del patro­
no materias o elementos destinados a ser manufacturados y  expen­
didos por cuenta de este último.
Autorización previa.
Artículo 90, C. S. del T.—Todo patrono que quiera contratar 
trabajos a domicilio debe previamente obtener la autorización del 
respectivo Inspector del Trabajo, o en su defecto, del Alcalde del 
lugar (v. artículo 2o, Resolución).
Libro de trabajadores.
Artículo 91, C. S. del T.— Los patronos que den trabajo a domi­
cilio deben llevar un libro autorizado y rubricado por el respectivo 
Inspector del Trabajo, o por la primera autoridad política donde no 
existiere este funcionario, en el que conste:
1" Nombre y apellido de los trabajadores y domicilio en donde 
se ejecute el trabajo;
29. Cantidad y características del trabajo que se encargue ca­
da vez;
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3". Forma y monto de la retribución o salario; y
i 9. Motivos o causas de la reducción o suspensión del trabajo 
(v. artículo 3’ , Resolución número 105 de 1953).
libreta de salario.
Artículo 92, C. S. del T.—El patrono debe entregar gratuita­
mente al trabajador a domicilio que ocupe, una “libreta de salario” , 
foliada y rubricada por el Inspector del Trabajo de su jurisdicción 
y, en su defecto, por la primera autoridad política del lugar. En esta 
libreta, además de las anotaciones a que se refieren los numerales 
del artículo anterior, se harán las siguientes:
a) Valor y clase de las materias que en cada ocasión se entre­
guen al trabajador, y la fecha de la entrega;
b) Fecha en que el trabajador entregue la obra terminada; y
c) Cuantía de los anticipos y salarios pagados (v. artículo 49, 
Resolución número 105 de 1953).
Informes.
Artículo 93, C. S. del T.—Los patronos que ocupen trabajadores 
a domicilio están obligados a suministrar a las autoridades adminis­
trativas del trabajo todos los informes que les soliciten, y en parti­
cular aquellos que se refieren a las condiciones de trabajo y  a las 
tarifas de salarios pagados al personal a su servicio.
Salarios
Artículo 143 C. S. T. 1. A trabajo igual desempeñado en puesto, 
jornada y condiciones de eficiencia también iguales, debe correspon­
der salario igual, comprendiendo en ésto todos los elementos a que 
se refiere el artículo 127 del C. S. del T.
2. No pueden establecerse diferencias en el salario por razones 
de edad, sexo, nacionalidad, raza, religión, opinión política o activi­
dades sindicales.
— 77 —
PROTECCION A LA MATERNIDAD
Descanso remunerado en la época del parto.
Artículo 236—1. Toda trabajadora en estado de embarazo tiene 
derecho a una licencia de ocho semanas, en la época del parto, remu­
nerada con el salario que devengue al entrar a disfrutar del descanso.
2. Si se tratare de un salario que no sea fijo, como en el caso 
de trabajo a destajo o por tarea, se toma en cuenta el salario pro­
medio devengado por la trabajadora en el último año de servicios, 
o en todo el tiempo si fuere menor.
3. Para los efectos de la licencia de que trata este artículo, la 
trabajadora debe presentar al patrono un certificado médico, en el 
cual debe constar:
a) El estado de embarazo de la trabajadora;
b) La indicación del día probable del parto, y
c) La indicación del día desde el cual debe empezar la licencia, 
teniendo en cuenta que, por lo menos, ha de iniciarse dos semanas 
antes del parto.
Descanso remunerado en caso de aborto.
Artículo 237—1. La trabajadora que en el curso del embarazo 
sufra un aborto o un parto prematuro no viable, tiene derecho a 
una licencia de dos a cuatro semanas, remunerada con el salario que 
devengaba en el momento de iniciarse el descanso. Si el parto es 
viable, se aplica lo establecido en el artículo anterior.
2. Para disfrutar de la licencia de que trata este artículo, la
trabajadora debe presentar al patrono un certificado médico sobre 
lo siguiente:
a) La afirmación de que la trabajadora ha sufrido un aborto o 
un parto prematuro, indicando el día en que haya tenido lugar, y
b) La indicación del tiempo de reposo que necesita la traba­
jadora.
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Descanso remunerado durante la lactancia.
Artículo 238—1. El patrono está en la obligación de conceder a 
la trabajadora dos descansos, de veinte (20) minutos cada uno, den­
tro de la jornada, para amamantar a su hijo, sin descuento alguno 
en el salario por dicho concepto, durante los primeros seis (6) meses 
de edad.
2. El patrono está en la obligación de conceder más descansos 
que los establecidos en el inciso anterior si la trabajadora presentare 
certificado médico en el cual se expongan las razones que justifiquen 
ese mayor número de descansos.
3. Para dar cumplimiento a la obligación consagrada en este 
artículo, los patronos deben establecer en un local contiguo a aquel 
en donde la mujer trabaja, una sala de lactancia o un lugar apropia­
do para guardar al niño.
4. Los patronos pueden contratar con las instituciones de pro­
tección infantil el servicio de que trata el inciso anterior.
Prohibición para despedir.
Artículo 239— 1. Ninguna trabajadora puede ser despedida por 
motivo de embarazo o lactancia.
2. Se presume que el despido se ha efectuado por motivo de em­
barazo o lactancia, cuando ha tenido lugar dentro del período del 
embarazo o dentro de los tres meses posteriores al parto, y  sin la 
autorización de las autoridades de que trata el artículo siguiente.
3. La trabajadora despedida sin autorización de la autoridad 
tiene derecho al pago de una indemnización equivalente a los salarios 
de sesenta (60) días, fuera de las indemnizaciones y prestaciones a 
que hubiere lugar de acuerdo con el contrato de trabajo, y  además, 
al pago de las ocho (8) semanas de descanso remunerado de que tra­
ta este Capítulo, si no lo ha tomado.
Permiso para despedir.
Artículo 240—1. Para poder despedir a una trabajadora duran­
te el período de embarazo o los tres meses posteriores al parto, el 
patrono necesita la autorización del Inspector del Trabajo, o del Al­
calde Municipal en los lugares en donde no existiere aquel funcionario.
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2. El permiso de que trata este artículo sólo puede concederse 
con fundamento en alguna de las causas que tiene el patrono para 
dar por terminado el contrato de trabajo y que se enumeran en los 
artículos 62 y 63. Antes de resolver, el funcionario debe oír a la tra­
bajadora y practicar todas las pruebas conducentes solicitadas por 
las partes.
3. Cuando sea un Alcalde Municipal, quien conozca de la soli­
citud de permiso, su providencia tiene carácter provisional, y debe 
ser revisada por el Inspector del Trabajo residente en el lugar más 
cercano.
Terminación sin previo aviso.
Artículo 62. Son justas causas para dar por terminado, unila­
teralmente, el contrato de trabajo, sin previo aviso:
A) Por parte del patrono:
1° El haber sufrido engaño por parte del trabajador, mediante 
presentación de certificados falsos para su admisión.
29 Todo acto de violencia, injuria, malos tratamientos o grave 
indisciplina, en que incurra el trabajador, durante sus labores, con­
tra el patrono, los miembros de su familia, el personal directivo o 
los compañeros de trabajo;
3- Todo acto grave de violencia, injurias o malos tratamientos 
en que incurra el trabajador, fuera del servicio, en contra del patro­
no, de los miembros de su familia o de sus representantes y  socios, 
o de jefes de taller, vigilantes o celadores.
4P Todo daño material causado intencionalmente a los edifi­
cios, obras, maquinarias y materias primas, instrumentos y demás 
objetos relacionados con el trabajo, y toda grave negligencia que 
ponga en peligro la seguridad de las personas o de las cosas;
5" Todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en 
el taller, establecimiento o lugar de trabajo, cuando sea debidamente 
comprobado ante autoridad competente;
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69 El que el trabajador revele los secretos técnicos o comercia­
les o dé a conocer asuntos de carácter reservado, con perjuicio de la 
empresa;
La detención preventiva del trabajador por más de treinta 
(30) días, a menos que posteriormente sea absuelto; o el arresto 
correccional que exceda de ocho (8) días, o aun por un tiempo me­
nor, cuando la causa de la sanción sea suficiente por sí misma para 
justificar la extinción del contrato;
8'? Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones 
especiales que incumben al trabajador, de acuerdo con los artículos 
58 y 60, o cualquier falta grave calificada como tal en pactos o con­
venciones colectivas, fallos arbitrales, contratos individuales o re­
glamentos, siempre que el hecho esté debidamente comprobado y 
que en la aplicación de la sanción se observe el respectivo procedi­
miento reglamentario o convencional.
Terminación con previo aviso.
Artículo 63. Son justas causas para dar por terminado, unila­
teralmente, el contrato de trabajo, con previo aviso dado por escrito 
a la otra parte, con antelación por lo menos igual al período que re­
gule los pagos del salario, o mediante el pago de los salarios corres­
pondientes a tal período:
A) Por parte del patrono:
1’ . La ineptitud plenamente comprobada del trabajador para 
prestar el servicio convenido;
2’ . La sistemática inejecución, sin razones válidas, por parte del 
trabajador, de las obligaciones convencionales o legales;
3o. Todo vicio habitual del trabajador que perturbe la disciplina 
del establecimiento;
4‘\ La renuencia sistemática del trabajador a aceptar las medi­
das preventivas, profilácticas o curativas prescritas por el médico 
del patrono o por las autoridades para evitar enfermedades o acci­
dentes ;
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5'\ La enfermedad contagiosa o crónica del trabajador, que no 
tenga el carácter de profesional, y  cuya curación, según dictamen 
médico, no sea probable antes de seis (6) meses, así como cualquiera 
otra enfermedad o lesión que incapacite para el trabajo por más de 
dicho lapso; pero el despido por esta causa no exime al patrono de 
las prestaciones e indemnizaciones legales y convencionales deriva­
das de la enfermedad; y
69. Las demás que se hayan previsto, con esta modalidad, en el 
contrato, pacto o convención colectiva, fallo arbitral o reglamento.
Conservación del puesto.
Artículo 241. El patrono está obligado a conservar el puesto a 
la trabajadora que esté disfrutando de los descansos remunerados de 
que trata este Capítulo, o que se encuentre incapacidata por enfer­
medad relacionada con el embarazo.
La presunción legal establecida por el numeral 2-’ del artículo 
239 favorece a toda mujer trabajadora que se encuentra en estado 
de embarazo en el momento del despido, sin tomar en cuenta su es­
tado civil.
La persona favorecida por esta presunción queda eximida de la 
carga de la prueba, y tan sólo demostrando la existencia del embara­
zo en el momento del despido se debe presumir el motivo de éste. El 
patrono, por lo contrario, debe probar ante la autoridad competente 
que el despido está justificado por una de las causales enumeradas 
taxativamente en los artículos 62 y 63, y dicha autoridad puede con­
ceder el permiso para despedir sólo después de tener plena seguri­
dad que la presunción enunciada ha sido desvirtuada por la prueba 
presentada por el patrono.
Trabajos prohibidos.
Artículo 242. Queda prohibido emplear mujeres embarazadas y 
menores de diez y seis (16) años en trabajos peligrosos, insalubres, 
o que requieran grandes esfuerzos. Igualmente queda prohibido em­
plear mujeres embarazadas en los trabajos nocturnos que se prolon­
guen por más de cinco (5) horas.
— 82 —
Incumplimiento.
Artículo 243. En caso de que el patrono no cumpla con la obli­
gación de otorgar los descansos remuneradas de que tratan los ar­
tículos 236 y 237, la trabajadora tiene derecho, como indemnización, 
al doble de la remuneración de los descansos no concedidos.
Certificados médicos
Artículo 244. A solicitud de la trabajadora interesada, los certi­
ficados médicos necesarios según este Capítulo deben ser expedidos 
gratuitamente por los médicos de la Oficina Nacional de Medicina e 
Higiene Industrial y por los de todas las entidades de higiene, de 
carácter oficial.
Atención integral a los hijos de los trabajadores
Todas las disposiciones referentes a la obligación que tienen las 
empresas de fundar y sostener salas cunas destinadas a los hijos de 
“las trabajadoras” fueros sustituidas por la Ley 27 de 1974 y su 
Decreto Reglamentario 626 de 1975, en virtud de los cuales se esta­
bleció en Colombia el sistema de atención integral para los niños en 
edad preescolar, hijos de trabajadores, tanto del sector público co­
mo del sector privado, y aún para los hijos de los desempleados.
PENSION DE JUBILACION
Artículo 260. C. S. del T. I9. Todo trabajador que preste servi­
cios a una misma empresa de capital de ochocientos mil pesos 
($ 800.000.00) o superior, que llegue o haya llegado a los cincuenta 
y cinco (55) años de edad, si es varón, o a los cincuenta (50) años 
si es mujer, después de veinte (20) años de servicios continuos o 
discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de este Código, 
tiene derecho a una pensión mensual vitalicia de jubilación o pensión 
de vejez, equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del pro­
medio de los salarios devengados en el último año de servicio.
2-’ El trabajador que se retire o sea retirado del servicio sin ha­
ber cumplido la edad expresada, tiene derecho a la pensión al llegar 
a dicha edad, siempre que haya cumplido el requisito de los veinte 
(20) años de servicio.
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Seguridad Social
El seguro social obligatorio creado por la Ley 90 de 1946 cubri­
rá los siguientes riesgos:
a) Enfermedad no profesional y maternidad.
b) Accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.
c) Invalidez, vejez y muerte.
d) Asignaciones familiares.
Para los trabajadores al servicio del Estado se han adoptado 
disposiciones separadas sobre régimen laboral y seguridad social.
Merecen mención las Leyes 6' de 1945 sus Decretos Reglamenta­
rios, Decreto 3135 de 1968 y 1848 de 1969. En estos últimos decre­
tos se consagran normas sobre protección a la maternidad.
Las prestaciones de los empleados públicos y trabajadores ofi­
ciales son cubiertas por la Caja Nacional de Previsión y otras enti­
dades autónomas como las Cajas de Comunicaciones, Superintenden­
cia Bancaria, de Sueldos de Retiro de las Fuerzas Armadas, la Caja 
de Previsión Social del Distrito Especial de Bogotá, y las Cajas De­
partamentales.
LA MUJER Y EL DERECHO A LA EDUCACION
El artículo 41 de la Constitución Nacional consagra la libertad 
de enseñanza en Colombia. Pese a la libertad de este principio en el 
cual se han originado leyes igualitarias, puedo afirmar que el de­
recho para que la mujer se eduque y aprenda en Colombia, está tre­
mendamente limitado, precisamente por el mismo sistema educativo 
establecido en el país.
El Decreto 089 de 1976 establece igualdad en los siguientes as­
pectos:
1. Toda persona natural tiene derecho a la educación, o sea 
que hay iguales condiciones de acceso a las instituciones docentes, 
incluidas las universidades y las escuelas técnicas y profesionales, e 
iguales condiciones de estudio en dichas instituciones.
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2. Existe la misma selección de estudio, los mismos exámenes, 
personal docente del mismo nivel profesional y locales y equipos de 
la misma calidad, ya se trate de establecimeintos de enseñanza para 
mujeres, varones o mixta.
3. Por medio del Decreto 119 de 1954 se creó el Servicio Nacio­
nal de Aprendizaje SENA, abriéndose de esta manera el campo de 
la educación técnica, a la cual la mujer tiene igual acceso que el 
hombre.
4. El citado Decreto 089 consagra el derecho a tener acceso a 
material informativo paar asegurar la salud y el bienestar de la 
familia.
No obstante lo anterior, el índice de falta de educación de la 
mujer es muy significativo; el porcentaje de las mujeres analfabe­
tas es elevadísimo; millares de mujeres campesinas nacen, viven y 
mueren sin conocer otro lugar que la parcela donde nacieron por­
que aún persiste la tendencia de que a la mujer no era necesario 
educarla.
Afortunadamente, el Gobierno acaba de dar un paso de trascen­
dental importancia al expedir el Decreto 2259 de 1977, creando una 
comisión encargada de estudiar y revisar los textos y métodos de 
enseñanza, con miras a determinar la existencia de conceptos y 
manifestaciones que impliquen discrinación de sexo. (Ver apén­
dice) .
LA MUJER Y EL DERECHO INTERNACIO NAL
A medida que toma importancia un cargo, disminuye la posibili­
dad de que a éste llegue una mujer. Así lo indican las estadísticas 
del empleo en donde un altísimo porcentaje lo desempeñan mujeres 
en el sector de los servicios, le sigue el porcentaje de mujeres pro­
fesionales en posiciones de “mandos medios” y sólo en proporción 
bajísíma corresponde a las mujeres los cargos “ejecutivos” , en don­
de participan en la toma de posiciones, dentro de las cuales se in­
cluyen los cargos diplomáticos y la representación del Gobierno an­
te los organismos internacionales.
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El gobierno colombiano tiene tres cargos de representación fe­
menina: uno, ante la Organización de las Naciones Unidas, “Delega­
da ante la Comisión Jurídica y Social de la Mujer” ; y los otros dos 
ante la Organización de los Estados Americanos, las Delegadas Ti­
tular y Alterna ante la Comisión Interamericana de Mujeres.
Estos cargos de representación internacional implican el desem­
peño de funciones muy importantes en el país, las cuales deben cum­
plirse “ad-honorem“ puesto que no se les asigna sueldo alguno, ni 
cuentan con oficinas ni personal auxiliar ni presupuesto alguno para 
el lleno de estas funciones. Solamente cuando, esporádicamente, el 
Gobierno las comisiona para representarlo en el exterior, les asigna 
viáticos. De resto son funcionarías de tiempo completo sin ninguna 
de las prerrogativas de los funcionarios públicos. Ni siquiera tienen 
derecho a afiliarse a una entidad de seguridad social. Son los 
únicos cargos, dentro de la administración pública que funcionan 
con estas características y en estas condiciones, ya que todas las 
demás representaciones están adscritas a alguna dependencia oficial.
ÍDe manera especial, la autora de este libro, en calidad de Dele­
gada Titular del Gobierno ante la C.I.M., se ha interesado para que 
se revise esta situación totalmente discriminatoria contra la mujer.
Las delegadas ante estos organismos internacionales, deben ser 
funcionarías del Ministerio de Relaciones Exteriores y tener el rango 
de Embajadoras cuando cumplen su misión en el exterior, como ocu­
rre en casi todos los países del mundo. La autora espera que esta 
justa sugerencia sea pronto acogida por el gobierno para que, en lo 
sucesivo, el desempeño de esos cargos tan honrosos, dejen de ser 
una pesada carga económica que sólo pueden asumir mujeres que 
estén dispuestas a poner su patrimonio propio al servicio del Estado.
RECOM ENDACIONES
Compaginando todo lo anterior con los avances de la sociedad 
actual, la autora hace las siguientes recomendaciones:
1». Que se reforme la Constitución Nacional para incluir los prin­
cipios de “Igualdad Jurídica para los varones y las mujeres” , ya 
consagrados en muchas de nuestras leyes; de responsabilidad del 
Estado de velar por la unidad y la protección de la Familia creando 
“La Jurisdicción Especial de la Familia” , y la Institución de “Abo­
—  86 —
gadas Defensoras de Familia” , que atiendan a la clase menos favore­
cida, con lo cual se promovería efectivamente la seguridad que tanto 
necesita el país.
2‘\ Que sea creada la “Oficina de la Mujer” , que se encargue de 
lo referente a la investigación y problemas socio-jurídicos, con mi­
ras a elevar el “status” de la mujer para que se integre, con el va­
rón, al desarrollo del país. Que se revise la legislación laboral a efec­
to de incluir en su contenido la nueva concepción de la maternidad 
como una función social que implica obligaciones y responsabilida­
des conjuntas del hombre y  de la mujer.
3». Que, en materia de educación, se complemente la legislación 
existente con miras hacia el futuro, desechando los conceptos ana­
crónicos y anticuados que dan la falsa imagen de una “mujer inep­
ta”. Que, aparte de la revisión de textos y métodos de enseñanza, 
sea incluido en los pénsumes de estudios primarios, secundarios y  
universitarios la enseñanza de los derechos y obligaciones familiares 
junto con una educación integral para la vida en familia que recu­
pere el fecto y el respeto para sus miembros, valores esenciales del 
ser humano que han desaparecido en la vida actual.
Antes de finalizar estas páginas que conllevan la intención de 
dar una idea clara del estado en que se encuentran la educación de 
la mujer y sus fallas y la legislación que la ampara y defiende y sus 
fallas, páginas que se concibieron para que formen un coherente 
texto de estudio y que se espera sean adoptadas para el estudio de 
estas materias en todas las instituciones educativas del país, es pre­
ciso destacar que el señor Presidente de la República, doctor Alfon­
so López Michelsen, rompiendo tradiciones de más de cien años logró 
expedir el Decreto 2820 de 1974, y el que crea la Comisión para re­
visar los textos y métodos de enseñanza, con base en la Ley 24 de 
1974 que le confirió facultades extraordinarias, presentada al estu­
dio del Congreso por el doctor Julio César Turbay Ayala, con los 
cuales se elimina el tradicional trato discriminatorio contra la mu­
jer y se establece el régimen de igualdad para los varones y  las 
mujeres.
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A P E N D I C E

LEY 28 DE 1932
Sobre reformas civiles (régimen patrimonial en el matriomonio)
Artículo 1? Durante el matrimonio cada uno de los cónyuges 
tiene la libre administración y disposición tanto de los bienes que le 
pertenezcan al momento de contraerse el matrimonio o que hubiere 
aportado a él, como de los demás que por cualquier causa hubiere 
adquirido o adquiera; pero a la disolución del matrimonio o en cual­
quier otro evento en que conforme al Código Civil deba liquidarse la 
sociedad conyugal, se considerará que los cónyuges han tenido esta 
sociedad desde la celebración del matrimonio, y en consecuencia se 
procederá a su liquidación.
Artículo 2". Cada uno de los cónyuges será responsable de las 
deudas que personalmente contraiga, salvo las concernientes a sa­
tisfacer las ordinarias necesidades domésticas o de crianza, educa­
ción y establecimiento de los hijos comunes, respecto de las cuales 
responderán solidariamente ante terceros, y proporcionalmente en­
tre sí, conforme al Código Civil.
Artículo 3’ . Son nulos absolutamente entre cónyuges las dona­
ciones irrevocables y los contratos relativos a inmuebles, salvo el 
de mandato general o especial.
Artículo 4P. En el caso de liquidación de que trata el artículo l 9 
de esta ley, se deducirá de la masa social o de lo que cada cóyuge 
administre separadamente, el pasivo respectivo. Los activos líquidos 
restantes se sumarán y dividirán conforme al Código Civil, previas 
las conmpensaciones y deducciones de que habla el mismo Código.
Artículo 5". La mujer casada, mayor de edad, como tal, puede 
comparecer libremente en juicio, y para la administración y  dispo­
sición de sus bienes no necesita autorización marital ni licencia 
del juez, ni tampoco el marido será su representante legal.
Artículo 6". La curaduría de la mujer casada, no divorciada, 
en los casos en que aquella deba proveerse, se deferirá en primer 
término al marido, y en segundo, a las demás personas llamadas 
por la ley a ejercerla.
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Artículo 79. Respecto de las sociedades conyugales existentes, 
los cónyuges tendrán capacidad para definir extrajudicialmente, y 
sin perjuicio de terceros, las cuestiones relativas a la distribución 
de los bienes que deban corresponder a cada uno de ellos, conforme 
a esta ley, y si se ditribuyeren gananciales, se imputarán a buena 
cuenta de lo que hubiere de corresponderles en la liquidación defi­
nitiva. De los perjuicios que se causen a terceros, en virtud de estos 
arreglos, que deberán formalizarse por escritura pública, respon­
derán solidariamente los cónyuges, sin perjuicio de que puedan 
hacerse efectivos sobre los bienes sociales que se distribuyan.
Artículo 89. Derogado C. de P. C. art. 698.
Artículo 9". Quedan derogadas las dispisiciones contrarias a la 
presente ley.
Artículo 10". Esta ley entrará a regir en l? de enero de 1933.
Dada en Bogotá, a 12 de noviembre de 1932.
LEY 24 DE 1974
(Diciembre 20)
Por la cual se reviste al Presidente de la República de facultades 
extraordinarias y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia 
DECRETA:
Artículo l 9 Revístese al Presidente de la República de facultades 
extraordinarias hasta el 19 de julio de 1975 para que con el fin de 
otorgar igualdad de derechos y obligaciones a las mujeres y a los 
varones haga las reformas pertinentes a los artículos 62, 116, 119,
154, 169, 170, 171, 172, 176, 177, 178, 179, 180, 198, 199, 203, 226,
250, 257, 261, 262, 263, 264, 288, 289, 291, 292, 293, 295, 296, 
297, 298, 299, 300, 301, 302, 304, 305, 306, 307, 308, 310, 313, 314,
315, 340, 341, 434, 448, 449, 457, 537, 546, 550, 573, 582, 1026, 1027,
1068, 1504, 1775, 1796, 1800, 1837, 1838, 1840, 1841, 2347, 2368, 
2505, 2530, del Código Civil Colombiano y derogue las normas que 
sean incompatibles con la nueva legislación. "r'í!W
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Artículo 2" Mientras se determina el procedimiento para los 
asuntos que corresponderán a la jurisdicción de la familia, siempre 
que sea necesaria la intervención del Juez para los fines previstos en 
el artículo l 9 de esta Ley, se seguirá el procedimiento verbal regulado 
en los artículos 442 a 448 del Código de Procedimiento Civil.
Artículo 3-’ Revístese igualmente al Presidente de la República 
de facultades extraordinarias hasta el 19 de julio de 1975, para fijar 
las escalas de remuneración correspondientes a las distintas cate­
gorías de empleos de la administración nacional, así como el régimen 
de sus prestaciones sociales. : - . í  í
Artículo 49 Autorízase al Gobierno para hacer los traslados y 
créditos adicionales al Presupuesto Nacional que sean necesarios para 
la ejecución de las facultades extraordinarias concedidas.
Artículo 59 La presente Ley rige desde la fecha de su sanción.
Dada a los trece días del mes de diciembre de mil novecientos 
setenta y cuatro.
DECRETO NUMERO 2820 DE 1974 -
(Diciembre 20) . " í
Por el cual se Otorgan iguales derechos y obligaciones a las mujeres 
y a los varones, acordado con las modificaciones introducidas por 
el Decreto 772 de 1975. ...
El Presidente de la República de Colombia,
en uso de sus atribuciones legales y especialmente de las que le 
fueron conferidas por la Ley 24 de 1974,
DECRETA: "  ' , - . ,  *, , . ' . ' "
Artículo 1°. El artículo 62 del Código Civil quedará así: —
Las personas incapaces de celebrar negocios serán representadas:
l 9. Por los padres, quienes ejercerán conjuntamente la patria 
potestad sobre sus hijos menores de 21 años. ..... . ...
Si falta uno de los padres, la representación legal será ejercida 
por el otro. -___  . . ; ; . L
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“Cuando se trate de hijos extramatrimoniales, no tiene la patria 
potestad, ni puede ser nombrado guardador, el padre o la madre de­
clarado tal en juicio contradictorio. Igualmente, podrá el juez, con 
conocimiento de causa y a petición de parte, conferir la patria potes­
tad exclusivamente a uno de los padres, o poner bajo guarda al 
hijo, si lo considera más conveniente a los intereses de éste. La guar­
da pondrá fin a la patria potestad en los casos que el artículo 315 
contempla como causales de emancipación judicial; en los demás 
casos la suspenderá” (Artículo 1? del Decreto 772 de 1975).
29 Por el tutor o curador que ejerciere la guarda sobre menores 
de 21 años no sometidos a patria potestad y sobre los dementes, 
disipadadores y sordomudos que no pudieren darse a entender por 
escrito.
Artículo 2o El artículo 116 del Código Civil quedará así:
Las personas mayores de 18 años pueden contraer matrimonio 
libremente.
Artículo 3’ . El artículo 119 del Código Civil quedará así:
Se entenderá faltar asimismo aquel de los padres que haya sido 
privado de la patria potestad.
Artículo 4? Para efectos de los dos primeros ordinales del ar­
tículo 154 del Código Civil, las relaciones sexuales extramatrimonia­
les de cualquiera de los cónyuges serán causa de divorcio.
Artículo 59 El artículo 169 del Código Civil quedará así:
La persona que teniendo hijos de precedente matrimonio bajo 
su patria potestad, o bajo su tutela o cúratela, quisiera volver a ca­
sarse, deberá proceder al inventario solemne de los bienes que está 
administrando.
Para la confección de este inventario se dará a dichos hijos un 
curador especial.
Artículo 6’  El artículo 170 del Código Civil quedará así:
Habrá lugar al nombramiento de curador aunque los hijos no 
tengan bienes propios de ninguna clase en poder del padre o de la 
madre. Cuando así fuere, deberá el curador especial testificarlo.
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El juez se abstendrá de autorizar el matrimonio hasta cuando la 
persona que pretenda contraer nuevas nupcias le presente copia 
auténtica de la providencia por la cual se designó curador a los hijos, 
del auto que le discernió el cargo y del inventario de los bienes de 
los menores. No se requerirá de lo anterior si se prueba sumaria­
mente que dicha persona no tiene hijos de precedente matrimonio, o 
que éstos son capaces.
La violación de lo dispuesto en este vínculo ocasionará la pér­
dida del usufructo legal de los bienes de los hijos y multa de $ 10.000 
al funcionario. Dicha multa se decretará a petición de cualquier per­
sona, del Ministerio Público, del Defensor de Menores o de la Fami­
lia, con destino al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
Artículo 8’ El artículo 172 del Código Civil quedará así:
La persona que hubiere administrado con culpa grave o dolo, 
los bienes del hijo, perderá el usufructo legal y el derecho a suce- 
derle como legitimario o como heredero abintestado.
Artículo 9" El artículo 176 del Código Civil quedará así:
Los cónyuges están obligados a guardarse fe, a socorrerse y 
ayudarse mutuamente, en todas las circunstancias de la vida.
Artículo 10. El artículo 177 del Código Civil quedará así:
El marido y la mujer tienen conjuntamente la dirección del ho­
gar. Dicha dirección estará a cargo de uno de los cónyuges cuando el 
otro no la pueda ejercer o falte. En caso de desacuerdo se recurrirá 
al juez o al funcionario que la ley designe.
Artículo 11. El artículo 178 del Código Civil quedará así:
Salvo causa justificada, los cónyuges tienen la obligación de vi­
vir juntos y cada uno de ellos tiene derecho a ser recibido en la casa 
del otro.
Artículo 12. El artículo 179 del Código Civil quedará así:
Artículo 79 El artículo 171 del Código Civil quedará así:
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El marido y la mujer fijarán la residencia del hogar. En caso 
de ausencia, incapacidad o privación de la libertad de uno de ellos, 
la fijará el otro. Si hubiere desacuerdo corresponderá al juez fijar la 
residencia teniendo en cuenta el interés de la familia.
Los cónyuges deberán subvenir a las ordinarias necesidades do­
mésticas, en proporción a sus facultades.
Artículo 13. El artículo 180 del Código Civil quedará así:
Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre 
los cónyuges, según las reglas del Título 22, Libro IV del Código 
Civil. ,
Los que hayan casado en país extranjero y se domiciliaren en 
Colombia, se presumirán separados de bienes a menos que de con­
formidad a las leyes bajo cuyo imperio se casaron se hallen someti­
dos a un régimen patrimonial diferente.
Artículo 14. El artículo 198 del Código Civil quedará así:
“Ninguno de los cónyuges podrá renunciar en las capitulacio­
nes matrimoniales la facultad de pedir separación de bienes” .
“Son causales de separación de bienes, respecto a cualquiera de 
los cónyuges: l'O las que autorizan el divorcio o la simple separa­
ción de cuerpos; 2a) la disipación y el juego habitual; 3”) la adminis- 
nistración fraudulenta o notoriamente descuidada de su patrimonio, 
en forma que menoscabe gravemente los intereses del otro en la so­
ciedad conyugal.
“También es causal de separación de bienes, el mutuo consenso 
de los cónyuges” (Artículo 2° del Decreto 772 de 1975).
Artículo. 15. El artículo 199 del Código Civil quedará así:
Para que el cónyuge menor pueda pedir la separación de bienes, 
debe designársele un curador especial.
Artículo 16. El artículo 200 del Código Civil quedará así:
Ejecutoriada la sentencia se decreta la separación de bienes, 
ninguno de los cónyuges tendrá desde entonces parte alguna en los 
gananciales que resulten de la administración del otro.
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El marido podrá a consecuencia de la denunc:a a que se refiere 
el artículo 225 o aún sin ella exigir, por conducto del juez, que la 
mujer se someta a exámenes competentes de médicos a fin de veri­
ficar el estado de embarazo.
En caso de que la mujer se niegue a la práctica de los exámenes, 
se presumirá la inexistencia del embarazo.
No pudiendo ser hecha al marido la mencionada denuncia, po­
drá hacerse a cualquiera de sus consaguíneos dentro del 4? grado, 
mayores de 21 años, prefiriendo los ascendentes legítimos. A falta 
de tales consaguíneos la denuncia se hará al juez de la familia o al 
civil municipal del lugar. Si la mujer hiciere la denuncia después de 
expirados los 30 días, pero antes del parto, valdrá siempre que el 
juez considere que la demora ha tenido causa justificada.
Artículo 18. El artículo 250 del Código Civil quedará así:
Los hijos deben respeto y obediencia a sus padres.
Artículo 19. El inciso segundo del artículo 257 del Código Civil 
quedará así: Si el marido y la mujer vivieren bajo estado de separa­
ción de bienes, deben contribuir a dichos gastos en proporción a sus 
facultades.
Artículo 20. El artículo 261 del Código Civil quedará así:
Si el hijo menor de edad, ausente de la casa de sus padres, se 
halla en urgente necesidad en que no pueda ser asistido por éstos, 
se presumirá la autorización de los mismos para las suministracio­
nes que se le hagan por cualquier persona en razón de alimentos, 
habida consideración a la capacidad económica de aquellos.
“El que haga las suministraciones deberá dar noticia de ellas, 
Jo más pronto posible, a cualquiera de los padres; si el menor estu­
viere al cuidado de otra persona, también a ésta. Toda omisión vo­
luntaria en este punto hará cesar las consiguientes responsabilida­
des” . (Artículo 3Q del Decreto 772 de 1975).
Lo dicho en los incisos precedentes se extiende, en su caso, a la 
persona a quien, por muerte o inhabilidad de los padres, toque la 
sustentación del hijo.
Artículo 17. El artículo 226 del Código Civil quedará así:
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Los padres o la persona encargada del cuidado personal de los 
hijos, tendrán la facultad de vigilar su conducta, corregirlos y  san­
cionarlos moderadamente.
Artículo 22. El artículo 263 del Código Civil quedará así:
Los derechos conferidos a los padres en el artículo precedente 
se extenderán en ausencia, inhabilidad o muerte de uno de ellos, al 
otro, y de ambos a quien corresponda el cuidado personal del hijo 
menor no habilitado de edad.
Artículo 23. El artículo 264 del Código Civil quedará así:
“ Los padres de común acuerdo, dirigirán la educación de sus 
hijos menores y su formación moral e intelectual, del modo que 
crean más conveniente para éstos; asimismo, colaborarán conjun­
tamente en su crianza, sustentación y  establecimiento” . (Artículo 
4'> del Decreto 772 de 1975).
Artículo 24. El inciso 2’ del artículo 288 del Código Civil que­
dará así:
Corresponde a los padres, conjuntamente, el ejercicio de la pa­
tria potestad sobre sus hijos legítimos. A falta de uno de los padres, 
la ejercerá el otro.
Artículo 25. El artículo 289 del Código Civil querará así:
La legitimación da a los legitimantes la patria potestad sobre 
el menor de 21 años no habilitado de edad y pone fin a la guarda 
en que se hallare.
Artículo 26. El artículo 291 del Código Civil quedará así:
El padre y la madre gozan por iguales partes del usufructo de 
todos los bienes del hijo de familia, exceptuados:
1’ . El de los bienes adquiridos por el hijo como fruto de su 
trabajo o industria, los cuales forman su peculio profesional o in­
dustrial.
29. El de los bienes adquiridos por el hijo a título de donación, 
herencia o legado, cuando el donante o testador haya dispuesto ex-
Artículo 21. El artículo 262 del Código Civil quedará así:
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presamente que el usufructo de tales bienes corresponda al hijo y 
no a los padres; si solo uno de los padres fuere excluido, correspon­
derá el usufructo al otro.
3?.E1 de las herencias y legados que hayan pasado al hijo por 
indignidad o desheredamiento de uno de sus padres, caso en el cual 
corresponderá exclusivamente al otro.
Los bienes sobre los cuales los titulares de la patria potestad 
tienen el usufructo legal, forman el peculio adventicio ordinario del 
hijo; aquellos sobre los cuales ninguno de los padres tiene el usu­
fructo, forman el peculio adventicio extraordinario.
Artículo 27. El artículo 292 del Código Civil quedará así:
Los padres gozan del usufructo legal hasta la emancipación del 
hijo.
Artículo 28. El artículo 293 del Código Civil quedará así:
Los padres no son obligados a prestar caución en razón de su
usufructo legal.
Artículo 29. El artículo 295 del Código Civil quedará así:
Los padres administran los bienes del hijo sobre los cuales la
ley les concede el usufructo. Carecen conjunta o separadamente de 
esta administración respecto de los bienes donados, heredados o le­
gados bajo esta condición.
Artículo 30. El artículo 296 del Código Civil quedará así:
La condición de no administrar el padre o la madre o ambos, 
impuesto por el donante o testador, no les priva del usufructo, ni 
la que los priva del usufructo les quita la administración, a menos 
de expresarse lo uno y lo otro por el donante o testador.
Artículo 31. El artículo 297 del Código Civil quedará así:
Los padres que como tales, administren bienes del hijo no son 
obligados a hacer inventario solemne de ellos, mientras no pasaren 
a otras nupcias pero a falta de tal inventario, deberán llevar una 
descripción circunstanciada de dichos bienes desde que comience la 
administración.
Artículo 32. El artículo 298 del Código Civil quedará así:
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“Los padres son responsables, en la administración de los bienes 
del hijo, por toda disminución o deterioro que se deba a culpa, aún 
leve, o a dolo” . (Artículo 5° del Decreto 772 de 1975).
La responsabilidad para con el hijo se extiende a la propiedad 
y a los frutos en los bienes en que tienen la administración pero 
no el usufructo; y se limita a la propiedad en los bienes de que son 
usufructuarios.
Artículo 33. El artículo 299 del Código Civil quedará así:
Tanto la administración como el usufructo cesan cuando se ex­
tingue la patria potestad y cuando por sentencia judicial se declare 
a los padres que la ejercen responsables de dolo o culpa grave en el 
desempeño de la primera.
Se presume culpa cuando se disminuyen considerablemente los 
bienes o se aumenta el pasivo sin causa justificada.
Artículo 34. El artículo 300 del Código Civil quedará así:
No teniendo los padres la administración de todo o parte del 
peculio adventicio ordinario o extraordinario, se dará al hijo un cu­
rador para esta administración.
“Pero quitada a los padres la administración de aquellos bienes 
del hijo en que la ley les da el usufructo, no dejarán por esto de 
tener derecho a los frutos líquidos, deduc'dos los gastos de adminis­
tración” (Artículo 6n del Decreto 772 de 1975).
Artículo 35. El artículo 301 del Código Civil quedará así:
En el caso del artículo precedente, los negocios del hijo de fa­
milia no autorizados por quien ejerce la patria potestad o por el cu­
rador adjunto, le obligarán exclusivamente en su peculio profesional 
o industrial.
Pero no podrá tomar dinero a interés, ni comprar al fiado (ex­
cepto en el giro ordinario de dicho peculio) sin autorización escrita 
de los padres. Y si lo hiciere no será obligado por estos contratos, 
sino hasta concurrencia del beneficio que haya reportado de ellos.
Artículo 36. El artículo 302 del Código Civil quedará así:
Los actos o contratos que el hijo de familia celebre fuera de 
su peculio profesional o industrial y que sean autorizados o ratifi­
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cados por quien ejerce la patria potestad, obligan directamente a 
quien dió la autorización y subsidiariamente al hijo hasta la concu­
rrencia del beneficio que éste hubiere reportado de dichos negocios.
Artículo 37. El artículo 304 del Código Civil quedará así:
No podrán los padres hacer donación de ninguna parte de los 
bienes del hijo, ni darles en arriendo por largo tiempo, ni aceptar 
o repudiar una herencia deferida al hijo, sino en la forma y con las 
limitaciones impuestas a los tutores y  curadores.
Artículo 38. El artículo 305 del Código Civil quedará así:
Siempre que el hijo tenga que litigar contra quien ejerce la pa­
tria potestad, se le dará un curador para la litis, el cual será prefe­
rentemente un abogado defensor de familia cuando exista en el res­
pectivo municipio; y si obrare como actor será necesaria la autori­
zación del juez.
Artículo 39. El artículo 306 del Código Civil quedará así:
La representación judicial del hijo corresponde a cualquiera de 
los padres.
El hijo de familia solo puede comparecer en juicio como actor, 
autorizado o representado por uno de sus padres. Si ambos niegan 
su consentimiento al hijo o si están inhabilitados para presentarlo 
o si autorizan sin representarlo, se aplicarán las normas del Código 
de Procedimiento Civil para la designación de curador ad litem.
En las acciones civiles contra el hijo de familia deberá el actor 
dirigirse a cualquiera de sus padres, para que lo represente en la 
litis. Si ninguno pudiere representarlo, se aplicarán las normas del 
Código de Procedimiento Civil para la designación de curador ad 
litem.
Artículo 40. El artículo 307 del Código Civil quedará así:
Los derechos de administración de los bienes, el usufructo legal 
y la representación extrajudicial del hijo de familia serán ejercidos 
conjuntamente por el padre y la madre. Lo anterior no obsta para 
que uno de los padres delegue por escrito al otro, total o parcialmen­
te, dicha administración o representación.
Si uno de los padres falta, corresponderán los mencionados de­
rechos al otro.
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En los casos en que no hubiere acuerdo de los titulares de la 
patria potestad sobre el ejercicio de los derechos de que trata el 
inciso primero de este artículo o en el caso de que uno de ellos no 
estuviere de acuerdo en la forma como el otro lleve la representa­
ción judicial del hijo, se acudirá al juez o al funcionario que la Ley 
designe para que dirima la controversia de acuerdo con las normas 
procesales pertinentes.
Artículo 41. El artículo 308 del Código Civil quedará así:
No será necesaria la intervención de los padres para proceder 
contra el hijo en caso de que exista contra él una acción penal; pero 
aquellos serán obligados a suministrarle los auxilios que necesite 
para su defensa.
Artículo 42. El artículo 310 del Código Civil quedará así:
“La patria potestad se suspende, con respecto a cualquiera de 
ios padres, por su demencia, por estar en entredicho de administrar 
sus propios bienes y por su larga ausencia. Asimismo, termina por 
las causales contempladas, en el artículo 315; pero si éstas se dan 
respecto de ambos, cónyuges, se aplicará lo dispuesto en dicho 
artículo” .
“Cuando la patria potestad se suspenda respecto de ambos cón­
yuges, mientras dura la suspensión se dará guardador al hijo no 
habilitado de edad” .
“La suspensión o privación de la patria potestad no exonera a 
los padres de sus deberes de tales para sus hijos” (Artículo 7’  del 
Decreto 772 de 1975).
Artículo 43. El artículo 313 del Código Civil quedará así:
La emancipación voluntaria se efectúa por instrumento público 
en que los padres declaran emancipar al hijo adulto y este conscien­
te en ello. No valdrá esta emancipación si no es autorizada por el 
juez con conocimiento de causa.
“Toda emancipación, una vez efectuada, es irrevocable aún por 
causa de ingratitud”. (Artículo 89 del Decreto 772 de 1975).
Artículo 44. El artículo 314 del Código Civil quedará así:
La emancipación legal se efectúa:
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1" Por la muerte real o presunta de los padres.
2° Por el matrimonio del hijo.
3° Por haber cumplido el hijo la mayor edad.
4° Por el decreto que da la posesión de los bienes del padre de­
saparecido” . (Artículo 9? del Decreto 772 de 1975).
Artículo 45. El artículo 315 del Código Civil quedará así:
La emancipación judicial se efectúa por decreto del juez cuando 
los padres que ejerzan la patria potestad incurran en alguna de las 
siguientes causales:
1" Por maltrato habitual del hijo, en términos de poner en pe­
ligro su vida o de causarle grave daño.
2° Por haber abandonado al hijo.
39 Por depravación que los incapacite de ejercer la patria po­
testad.
4n Por haber sido condenados a pena privativa de la libertad 
superior a un año” . Artículo 10 del Decreto 772 de 1975).
En los casos anteriores podrá el juez proceder a petición de cual­
quier consanguíneo del hijo, del abogado defensor de familia y  aún 
de oficio.
Artículo 46. El artículo 340 del Código Civil quedará así:
Quienes han cumplido dieciocho años pueden ser habilitados de 
edad mediante sentencia judicial, si un interés legítimo lo justifica.
Los varones o las mujeres casados que han cumplido dieciocho 
años obtienen habilitación de edad por ministerio de ley.
Artículo 47. El artículo 341 del Código Civil quedará así:
“No pueden obtener habilitación judicial de edad los menores de 
18, aunque hayan sido emancipados; en este caso se les dará guarda­
dor” . (Artículo 11 del Decreto 722 de 1975).
Artículo 48: El artículo 434 del Código Civil quedará así:
Se llaman curadores adjuntos los que se dan a los incapaces 
sometidos a patria potestad, tutela o cúratela, para que ejerzan una
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Cualquiera de los padres podrá ejercer los derechos que se 
otorgan en los artículos precedentes, siempre que el otro falte.
Artículo 50. El artículo 449 del Código Civil quedará así:
Los padres de los hijos extramatrimoniales podrán ejercer los 
derechos concedidos por los artículos precedentes a los padres legí­
timos, si viven juntos. En caso contrario ejercerá tales derechos 
aquel de los padres que tenga a su cuidado el hijo.
Artículo 51. El artículo 457 del Código Civil quedará así:
Son llamados a la tutela o curaduría legítima:
1" El cónyuge, siempre que no esté divorciado ni separado de 
cuerpos o de bienes por causa distinta al mutuo consenso.
2- El padre o la madre, y en su defecto los abuelos legítimos.
3o Los hijos legítimos o extramatrimoniales.
4° Los hermanos del pupilo y los hermanos de los ascendientes 
del pupilo.
Cuando existan varias personas en el mismo orden de prelación 
señalado en este artículo, el juez, oídos los parientes, elegirá entre 
ellas la que le pareciere más apta y podrá también, si lo estimare 
conveniente, elegir más de una y dividir entre ellas las funciones.
Artículo 52. El ordinal l 9 del artículo 537 del Código Civil que­
dará así:
l 9 Al cónyuge no divorciado ni separado de cuerpos o de bienes 
por causa distinta al mutuo consenso.
Artículo 53. El artículo 546 del Código Civil quedará así:
Cuando el hijo sufra de incapacidad mental grave permanente, 
deberán sus padres, o uno de ellos, promover el proceso de interdic­
ción, un año antes de cumplir aquel la mayor edad, para que la 
curaduría produzca efectos a partir de ésta, y seguir cuidando del 
hijo aún después de designado curador.
administración separada.
Artículo 49. El artículo 448 del Código Civil quedará así:
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1? A su cónyuge no divorciado ni separado de cuerpos o de bie­
nes por causa distinta al mutuo consenso.
Artículo 55. El artículo 573 del Código Civil quedará así:
Cuando exista cónyuge sobreviviente que ejerza la patria potes­
tad, podrá el testador designar un curador para la administración 
de los bienes que le asigne al hijo con cargo a la cuarta de mejoras o 
a la de libre disposición.
Artículo 56. El artículo 582 del Código Civil quedará así:
Los curadores adjuntos son independientes de los respectivos 
padres, cónyuges o guardadores. La responsabilidad subsidiaria que 
por el artículo 508 se impone a los tutores o curadores que no admi­
nistran, se extiende a los respectivos padres, cónyuges o guardado­
res respecto de los curadores adjuntos.
Artículo 57. El artículo 1026 del Código Civil quedará así:
Es indigno de suceder quien siendo mayor de edad no hubiere 
denunciado a la justicia, dentro del mes siguiente al día en que tuvo 
conocimiento del delito de homicidio de su causante, a menos que se 
hubiere iniciado antes de la investigación.
“Esta indignidad no podrá alegarse cuando el heredero o legata­
rio sea cónyuge, ascendiente o descendiente de la persona por cuya 
obra o consejo se ejecutó el homicidio, o haya entre ellos vínculos 
de consanguinidad hasta el cuarto grado, o de afinidad o de paren­
tesco civil hasta el segundo grado, inclusive” . (Artículo 12 del De­
creto 772 de 1975).
Artículo 58. El inciso cuarto del artículo 1027 del Código Civil 
quedará así:
La obligación no se extiende a los menores ni en general a los 
que viven bajo tutela o curaduría.
Artículo 59. El numeral 13 del artículo 1068 del Código Civil 
quedará así:
13. El cónyuge del testador.
Artículo 54. El ordinal 1’ del artículo 550 del Código Civil que­
dará así:
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Son también incapaces los menores adultos que no han obtenido 
habilitación de edad y los disipadores que se hallen bajo interdicción. 
Pero la incapacidad de estas personas no es absoluta y sus actos 
pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos res­
pectos determinados por las leyes.
Artículo 61. El artículo 1775 del Código Civil quedará así:
Cualquiera de los cónyuges siempre que sea capaz, podrá re­
nunciar a los gananciales que resulten a la disolución de la sociedad 
conyugal, sin perjuicio de terceros.
Artículo 62. El ordinal 2‘> del artículo 1796 del Código Civil que­
dará así:
2f> De las deudas y obligaciones contraídas durante su existen­
cia por el marido o la mujer, y  que no fueren personales de aquel 
o ésta, como lo serían las que se contrajeren para el establecimiento 
de los hijos de un matrimonio anterior.
La sociedad, por consiguiente, es obligada con la misma limita­
ción, al gasto de toda fianza, hipoteca o prenda constituida por cual­
quiera de los cónyuges.
Artículo 63. El artículo 1800 del Código Civil quedará así:
Las expensas ordinarias y extraordinarias de alimentos, esta­
blecimiento, matrimonio y gastos médicos de un descendiente co­
mún, se imputarán a los gananciales, a menos que se probare que 
el marido o la mujer han querido que se paguen de sus bienes propios.
Lo anterior se aplica al caso en que el descendiente común no 
tuviere bienes propios; pues teniéndolos, se imputarán las expensas 
extraordinarias a sus bienes en cuanto le hubieren sido efectivamen­
te útiles; a menos que se probare que el marido o la mujer, o ambos 
de consumo, quisieron pagarlas de sus bienes propios.
Artículo 64. El artículo 1837 del Código Civil quedará así:
Los cónyuges incapaces y sus herederos en el mismo caso, solo 
podrán renunciar a los gananciales con autorización judicial.
Artículo 60. El inciso tercero del artículo 1504 del Código Civil
quedará así:
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Lo dicho en los artículos 1838, 1840 y 1841 se aplicará tanto al 
marido como a la mujer.
Artículo 65. El inciso 2" del artículo 2347 del Código Civil que­
dará así:
Así, los padres son responsables solidariamente del hecho de 
los hijos menores que habiten en la misma casa.
Artículo 66. El artículo 2368 del Código Civil quedará así:
No pueden ser fiadores los incapaces de ejercer sus derechos.
Artículo 67. El artículo 2505 del Código Civil quedará así:
La confesión del padre, de la madre, del tutor o curador fallidos, 
no hará prueba por sí sola contra los acreedores.
Artículo 68. El ordinal Io del artículo 2530 del Código Civil que­
dará así:
l 9 Los menores, los dementes, los sordomudos y quienes estén 
bajo patria potestad, tutela o curaduría.
Artículo 69. Mientras se determina el procedimiento para los 
asuntos que corresponderán a la jurisdicción de la familia, siempre 
que sea necesaria la intervención del juez para los fines previstos en 
esta ley, se seguirá el procedimiento verbal regulado en los artículos 
442 a 448 del Código de Procedimiento Civil.
Artículo 70. Deróganse los artículos 87; la frase “ Y estando dis­
cordes prevalecerá en todo caso la voluntad del padre” del inciso 
primero del artículo 117, 175, 227, 229, 231, 242 inciso 2", 312 a 317, 
439, 456 inciso 29, 458,459,565. 566,586 ordinal 10, 591, 599,602, 
ordinal 59, 1293 incisos 2'> y 3’ , 1330, 1331, 1379 inciso 29, 1823, 1839, 
2189 ordinal 89, 2347 inciso 49, 2502 ordinales 3o y 6’ , 2530 penúlti­
mo inciso, del Código Civil, artículo 13 de la Ley 45 de 1936; artículo 
19 de la Ley 75 de 1968, inciso 29, artículos 39 y 49 de la Ley 95 de 
1890; artículos 29 3n y 59 de la Ley 8!l de 1922; artículo 2° de la Ley 
67 de 1930, y demás disposiciones contrarias a esta Ley.
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Decreto 772 de 1975, artículo 13. Declárase que el sentido del 
artículo 70 del Decreto 2820 de 1974, en cuanto a la referencia que 
hace a los artículos 313, 314 y 315 del Código Civil, es que estos 
textos han sido modificados por los artículos 43, 44 y 45 de dicho 
Decreto y por el presente. En esta forma interprétase dicho texto, 
para los efectos del artículo 14 del Código Civil.
Derógase el artículo 20 de la Ley 75 de 1968.
Artículo 71. Este Decreto rige desde su promulgación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. E., a 20 de diciembre de 1974.
— 110 —
DECRETO NUMERO 206 DE 1975
(febrero 12)
Por el cual se reglamenta el artículo 2'-' de la Ley 24 de 1974 
El Presidente de la República de Colombia, 
en uso de sus facultades constitucionales, y 
CONSIDERANDO:
Que el artículo 2’  de la Ley 24 de 1974 dispuso que “mientras 
se determina el procedimiento para los asuntos que corresponderán 
a la jurisdicción de la familia, siempre que sea necesaria la interven­
ción del juez para los fines previstos en el artículo l 9 de esta Ley, 
se seguirá el procedimiento verbal regulado en los artículos 442 a 
448 del Código de Procedimiento Civil” ;
Que conforme al artículo 1-’ de la misma Ley, el fin perseguido 
con ella es “otorgar igualdad de derechos y obligaciones a las muje­
res y a los varones” ;
Que por consiguiente deben someterse al procedimiento verbal, 
según el mencionado artículo 2a de la Ley 24 de 1974, exclusiva­
mente los litigios dirigidos a tutelar la igualdad de derechos y obli­
gaciones, o sea, el que no haya discriminación entre mujeres y varo­
nes, especialmente en el medio familiar;
Que las reformas introducidas a la legislación civil por el Decreto 
2820 de 1974, en el ejercicio de las facultades extraordinarias otor­
gadas al Presidente de la República por el artículo l 9 de la mencio­
nada Ley 24 de 1974, comprenden materias en las que, no obstante 
la supresión de discriminaciones, pueden suscitar litigios en los que 
la intervención del juez no tiene por finalidad la tutela de dicha 
igualdad de derechos y obligaciones y que, por lo tanto, no están 
sometidos al procedimiento verbal, como los de separación de cuer­
pos o de bienes y otros más;
Que, en consecuencia, debe reglamentarse el artículo 2? de la 
Ley 24 de 1974 para determinar los asuntos que deben seguir los 
trámites del procedimiento verbal allí señalado,
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DECRETA:
Artículo 1’ . Los asuntos que de acuerdo con el artículo 2r> de 
la Ley 24 de 1974 deben someterse al procedimiento verbal de que 
tratan los artículos 442 y 448 del Código de Procedimiento Civil, son 
los siguientes:
a) Los litigios que surjan entre los padres o entre éstos y sus 
hijos menores, respecto al ejercicio de la patria potestad, en razón 
de lo dispuesto por los artículos l 9, ordinal 1'' 21, 23, excepto lo refe­
rente a sustentación en cuanto se requiera proceso de alimentos, 
24, 26, 27, 29, 30, 31, 32, 33, 36, 37, 40, 42, 45, 49, 50 y 56 del 
Decreto 2820 de 1974. También se aplicará el procedimiento a que 
se refiere el presente artículo en los litigios de que trata este ordi­
nal cuando en representación de los hijos obre el defensor de meno­
res o de la familia.
b) Los litigios que surjan entre los cónyuges sobre fijación y 
dirección del hogar, derecho a ser recibido en éste y obligación de 
vivir juntos, en razón de lo dispuesto en los artículos 10, 11 y 12 
del Decreto 2820 de 1974.
c) La solicitud del marido sobre examen de la mujer y la de­
cisión del juez sobre denuncia de embarazo de que trata el artículo 
17 del Decreto 2820 de 1974.
Artículo 29 Este Decreto rige desde la fecha de su promulgación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. E., a 12 de febrero de 1975.
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LA NUEVA EPISTOLA
(Declarada inconstitucional por el Honorable Consejo de Estado)
El Gobierno reviste de especial solemnidad el Matrimonio Civil. 
Texto de la Amonestación Oficial.
DECRETO N" 1296 DE 1975 
(Julio 2)
Por el cual se adicionan los decretos 2824 de 1974 y 772 de 1975
Artículo 1’  Antes de la firma del acta a que se refiere el artículo 
135 del Código Civil el Juez dará lectura ante los contrayentes y los 
testigos a la siguiente admonición y de ello se dejará constancia en 
aquella:
“En nombre de la República de Colombia y por autoridad de 
la Ley que es expresión de la voluntad soberana de la sociedad de­
claro que quedan ustedes unidos en legítimo matrimonio con todas 
las prerrogativas y derechos que la ley civil otorga y con las mismas 
obligaciones que la ley impone.
El amor deberá presidir las relaciones entre los dos seres que 
por ministerio de la Ley quedan unidos ante la comunidad. Este 
amor que ha determinado a los contrayentes a acojerse al vínculo 
establecido por la sociedad civil para perpetuar la especie deberá 
servir en el curso de los años, para estimular una aproximación 
cada vez más estrecha entre los casados.
La prolongación de la especie y la fundación de la familia, re­
posan sobre esta institución del matrimonio que reconoce que el 
individuo no puede bastarse a sí mismo para alcanzar la integridad 
de su misión como ser humano. La dualidad conyugal suple las im­
perfecciones de cada uno de los esposos considerados individual­
mente. Los casados deberán guardarse tanto en las horas luminosas 
como en las sombras de la adversa fortuna, respeto recíproco, fideli­
dad y deferencia. Procurarán con toda discresión y ternura corregir­
se mutuamente sus defectos practicar la tolerancia y proceder en 
todos los casos con generosidad, equidad y templanza, evitando aque­
llos agravios de palabra o de obra que por su naturaleza irremedia­
ble comprometen la estabilidad del matrimonio como comunión per­
manente entre dos seres que optaron por transitar juntos el camino 
de la vida. El carácter irreparable de las ofensas inferidas entre los
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casados no solamente pone a prueba la institución del matrimonio 
sino que repercute de por vida sobre la descendencia. La paciencia 
con las debilidades recíprocas no solamente preservará la armonía 
entre los esposos sino que contribuirá a evitar en el hogar aquellas 
escenas de pugnacidad que generalmente se traducen en traumatis­
mos sicológicos permanentes en quienes las padecen desde la infancia.
Los casados deberán entregarse por entero el uno al otro para 
ia formac'ón de la familia con el pleno sentido de las responsabili­
dades que adquieren entre si para con sus descendientes y frente 
a la comunidad a la cual pertenecen. Cada cual aportará su contin­
gente según las necesidades de la familia para constituirse en ele- 
monto de progreso ante la sociedad a la cual deberán entregar en 
el futuro ciudadanos formados y educados en una atmósfera pro­
picia para ser útiles a la patria. Procurarán en todas las circuns- 
í anc as que lo que uno esperaba del otro al unirse con él no vaya 
a desmentirse con la unión. Igualmente acogiéndose a los procedi- 
nrentos que su conciencia Ies señale procurarán gracias a una pru­
dente planeación familiar no procrear un mayor número de hijos que 
aquellos que por su capacidad económica o su actividad profesional 
estén en condiciones de levantar física y espiritualmente dentro de 
los requerimientos que demanda la d'gnidad del ser humano.
Per último uno y otro el varón y la mujer colocados por la pro­
pia ley en pie de igualdad deberán tener siempre presente que la 
libertad entendidda como la condición para la cabal realización del 
ser humano, es un derecho consagrado en las leyes colombianas no 
solamente para las relaciones entre el Estado y sus súbditos sino 
entre los ciudadanos entre si. Ambos cónyuges cultivarán celosa­
mente dentro del marco del vínculo que los une vivo el principio 
de la libertad individual el de la inviolabilidad de la vida interior y 
el de enriquecimiento espiritual que genera la intercomunicación del 
pensamiento entre los humanos. Individualmente dentro de la socie­
dad conyugal o ejerciendo el supremo magisterio, que es la pater­
nidad contribuirán a través de la familia al desarrollo material y 
cultural de la comunidad a que pertenecen la cual por medio de la 
institución del matrimonio los toma bajo su protección y cuidado 
para mejor servir a los fines de la especie” .
Artículo 2" El presente decreto rige a partir de su expedición.
Comuniqúese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. E., a 2 de julio de 1975.
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DECRETO NUMERO 2259 DE 1977
(septiembre 26)
Por la cual se crea una comisión en el Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la República.
El Presidente de la República de Colombia, 
en ejercicio de sus facultades legales, y 
CONSIDERANDO:
Que la Ley 24 de 1974 concedió facultades extraordinarias al 
Prea'dente de la República con el fin de otorgar igualdad de dere­
chos y  obligaciones a la mujer y a los varones;
Que en desarrollo de la citada Ley, el Gobierno dictó, entre 
otros, los Decretos 2820 de 1974 y 772 de 1975, en virtud de los cua­
les se consagró la igualdad de derechos ordenada por el legislador;
Que, si bien es cierto que los textos legales derogados por las 
disposiciones citadas, han colocado en pie de igualdad a mujeres y 
a varones de nuestra sociedad, prescindiendo de cualquier clase de 
discriminación de aquellas que venían practicando, subsiste una men­
talidad. fruto de muchos años de prejuicios, que es necesario adap­
tar a los nuevos tiempos;
Que den', ro del skte: la educativo colombiano se consagran mé­
todos y se emplean textos que responden al concepto de la desigual­
dad entre los sexos, con efectos negativos sobre la igualdad real 
entre los ciudadanos y las ciudadanas colombianas;
Que se impone un labor de revisión de tales métodos y de actua­
lización de los textos en las diversas ramas de la enseñanza,
DECRETA:
Artículo 1°. Adscrita al Departamento Administrativo de la Pre­
sidencia de la República, créase una comisión encargada de estudiar 
y revisar los textos y métodos de enseñanza con miras a determinar 
la existencia de conceptos y  manifestaciones que impliquen discri­
minación entre los sexos.
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a) Un Consejero Presidencial, quien la presidirá;
b) El Viceministro de Educación Nacional;
c) El Subsecretario General de la Presidencia de la República, y
d) Dos representantes del Presidente de la República
El Gobierno designará los miembros a que se refieren los lite­
rales a) y d) del presente artículo.
Artículo 39 La Comisión tendrá un plazo de seis (6) meses 
contados a partir de la vigencia de este Decreto para rendir sus 
informes y entregar sus conclusiones al Presidente de la República.
Artículo 49 La Secretaría Técnica y Administrativa de la Co­
misión será ejercida por la dependencia del Ministerio de Educación 
que determine el Ministro.
Artículo 5o Este Decreto rige desde su expedición.
Artículo 2 - La Comisión que se crea en el artículo anterior que­
dará integrada por:
Comuniqúese y cúmplase.
Dado en Bogotá, a 26 de septiembre de 1977.
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